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I 

1. Se ha dicho, y con razón, que el siglo XX es «celui des 
organisations internationales» 1 . En efecto: cualquiera que sea 
el juicio de valor que merezcan las mismas, ya sea en su con­
junto o bien diferenciadamente, sea que se las considere por 
sus resultados o por su entidad jurídica (en cuanto a su verda­
dera autonomía, a su capacidad de decisión e imposición, etc.), 
un hecho es incontrovertible: que su impacto se ha hecho sentir 
en todos los aspectos de la vida internacional: en la estructura 
de la comunidad misma en la que se incardinan, esto es, en la 
comunidad internacional; en la dinámica de las relaciones inter­
nacionales; y consecuentemente, en la ordenación jurídica de 
aquélla y de éstas 2 . 

Este acuerdo unánime de principio sobre la importancia 
de las organizaciones internacionales en la vida internacional 
contemporánea se rompe, sin embargo, cuando se pasa de un 
juicio genérico o de síntesis a una valoración analítica de lo 

1 . Cf. P. G E R B E T : Les organisations internationales, P.U.F., Paris, 1 9 6 0 , 
pág. 5 . 

2 . Ateniéndonos a una consideración puramente cuantitativa, es intere­
sante llamar la atención sobre el ritmo de crecimiento de las organizaciones 
internacionales (gubernamentales). En el período 1 9 5 0 - 1 9 5 4 , el número de 
las mismas era de 1 3 2 . En 1 9 5 9 sumaban un total de 1 4 9 . En 1.° de enero 
de 1 9 5 9 alcanzaban la cifra de 2 2 9 . Actualmente, según Casadio, «las orga­
nizaciones internacionales interestatales son más de 3 0 0 y sus órganos prin­
cipales, secundarios y subsidiarios no son menos de 1 2 . 0 0 0 » . (Cf. respec. 
Union des Associations Internationales, Bruselas, 1 9 5 7 . Yearbook of Inter­
national Organizations, 1 2 , 1 9 6 8 , 1 9 6 9 , Bruselas, 1 9 6 9 , pág. l e . P. A. C A S A D I O : 
«La transformación de la sociedad internacional», en La Nueva Sociedad 
Abierta, Bruselas, 1 9 7 3 , págs. 1 3 - 1 4 ) . 
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que concretamente suponen y significan las organizaciones in­
ternacionales en la situación presente del Derecho internacio­
nal 3 . Es cierto, como ha señalado recientemente Virally, que 
falta todavía una teoría general de las organizaciones interna­
cionales 4. Empero, la amplia l i teratura dedicada a las mismas 
permite comprobar la existencia de un amplio abanico de opi­
niones, opiniones que se mueven y matizan entre dos extremos: 
el fijado por los que dan a las organizaciones un protagonismo 
casi revolucionario en el modelado de la comunidad y el dere­
cho internacional vigentes y, en el otro extremo, el marcado 
por los que sustentan que, al cabo, seguimos sustancialmente 
en el contexto de una sociedad internacional (y, por ende, de 
un derecho internacional) inalterado, cualquiera que sea la adje­
tivación que, en ciertos aspectos, pueda proporcionarle el juego 
de las organizaciones internacionales: «to pretend that it is 
otherwise —se ha dicho hace poco— is naif or hypocritical 
and in any case counterproductive* 5 . 

3. La bibliografía sobre la materia es copiosísima. Entre las obras ge­
nerales: S. B A S T I D : «Organisations Internationales», en J. Classeur de Droit 
International, Fase. 110. C . A . C O L L I A R D : Institutions Internationales, 6. a ed. 
Paris, 1972. Cox: The politics of international organisations, Nueva York, 
1970. GoODSFEED: The Nature and Function of International Organization, 
Nueva York, 1959. J E N K S : The Proper Law of International Organisations, 
Londres, 1962. M O N A C O : Lezzioni di Organizzazzione Internazionále, 2.a ed. 
Torino, 1965. R E U T E R : Institutions Internationales, 7. a ed. Paris, 1972. S C H E R -
M E R S : International Institutional Law, 2 vols. Leyden, 1972. V E L L A S : Ins­
titutions Internationales, 2 . a ed. Paris, 1970.—También: G. A R A N G I O - R U I Z : 
«Reflections on the Problem of Organization in integrated and non integra­
ted Societies*, en Rivista di Diritto Internazionále, 1961, p. 585 y ss. E L 
E R I A N : «The Legal Organisation of International Society», en Manual of 
Public International Law, edited by S O R E N S E N , Nueva York, 1968, p. 55 y ss. 
H O F F M A N N : «International Systems and International Law, World Politics, 
1961, págs. 205 y ss. Ibid. «International Organization and International Sys ­
tem», International Organization, 29, 1970, págs. 389 y ss. J O R D A N : «Con-
cepts and Realities in International Political Organization*, International 
Organization, 1957, págs. 587 y ss. M A L I N T O P P I : «De la notion d'organisation 
en droit international public*, Hommage Guggenheim, Ginebra, 1968, págs. 
825 y ss. M I G L I A Z Z A : II fenómeno dell'organizzazzione internazionále et la 
communitá internazionále, Milano, 1958. M I T C H E L L : «Organisations Inter­
nationale», en D A L L O Z , Rep. Droit International, t. II, Paris, 1969, págs. 517 
y ss. R E U T E R : «Organisations internationales et revolution du droit», Etudes 
M E S T R E , Paris, 1956, págs. 415 y ss. T R U Y O L : «Génese et structure de la so-
ciété internationale», R . des C, t. 96 (1959-1), págs. 557 y ss. V E L L A S : «Con-
tribution á une sociologie juridique des organisations internationales», Ann. 
Faculté de Droit de Toulouse, 1957. V I L L A R Y : L'Organisations mondiale, Pa­
ris, 1972. 

4. G. A R A N G I O - R U I Z : «The concept of international law and the theorie 
of international organizations*, R . des C . t. 137 (1972-III), pág. 731. 

5. Cf. V I R A L L Y : «La notion de fonction dans la theorie de l'organisation 
internationale», Melanges Rousseau, Paris, 1974, pág. 278. 
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2. Estas discrepancias en torno al alcance de las organi­
zaciones internacionales en la es t ructura y dinámica de la vida 
internacional presente se han polarizado expresivamente a pro­
pósito de un tema clave: el de la virtualidad nomo genética 
de las mismas; o, dicho con otras palabras : no hay acuerdo 
sobre cuál sea la capacidad de las organizaciones para inter­
venir —y hasta qué punto— en el proceso creador de normas 
jurídicas internacionales. 

De un lado, se admite que el desarrollo normativo experi­
mentado por el Derecho internacional en los úl t imos decenios 
se debe, en buena medida, al creciente desenvolvimiento de 
aquéllas; pero, a la vez, se rebaja la significación de tal acción 
al puntualizar que sólo de modo excepcional, las organizaciones 
internacionales pueden realmente crear normas jurídicas inter­
nacionales 6 . Así, Tunkin afirma que «il n'existe pas actuelle-
ment d'organisations internationales genérales dont les deci­
sions, á l'exception de celles qui por tent sur un cercle étroit 
de questions concernant avant tout leur vie interne, créent 
inmédiatement des normes de droit international . Si telles orga­
nisations internationales existaient, cela signifierait la naissan-
ce d'une legislation internationale, done d elements d'un Eta t 
mondial , ce qui ne correspond pas aux lois du développement 
social á notre époque» 7 . Con esta óptica, pues, y en cuanto son 
esencialmente inter estatales, las organizaciones internacionales 
se presentan carentes de una potestad. 

Frente a este enfoque, que cabría calificar como ortodoxo 
o minimalista, ha tomado auge en los úl t imos años, sobre todo 
en el ámbito de la doctrina anglosajona, una concepción maxi-
malista de la capacidad nomogenética de las organizaciones 

6 . Ago ha tratado de justificar esta concepción minimalista con estas 
palabras: «los llamados poderes normativos de las organizaciones interna­
cionales son muy limitados y en general prevén más bien la concreción de 
obligaciones ya establecidas en el relativo acto constitucional y no la impo­
sición de verdaderas obligaciones nuevas. Realmente —añade— las institu­
ciones internacionales hoy existentes no se alejan, en casi su totalidad, del 
esquema típico de un ente destinado a promover y organizar una coopera­
ción entre Estados que mantienen invariada su posición jurídica de no subor­
dinación respecto a una autoridad jerárquicamente superior». (Cf. R. A G O : 
«Las organizaciones internacionales y sus funciones en el campo de la acti­
vidad interna de los Estados», en Cursos de la Escuela de Funcionarios In­
ternacionales, 1 9 5 5 - 1 9 5 6 , t. I , Madrid, 1 9 5 7 , pág. 5 1 7 . 

7. G. I . T U N K I N : Droit International Public, Problémes théoriques, Pa­
ris, 1 9 6 5 , págs. 1 1 1 - 1 1 2 . Como concepción general en la doctrina soviética cf. 
C. O S A K W E : «Contemporary soviet doctrine on the juridical nature of inter­
national organizations*, en American Journal of International Law, 1 9 7 1 , 
págs. 5 0 2 y ss. Para una exposición doctrinal cf. G. A R A N G I O - R U I Z , op. cit., 
espec. págs. 6 6 3 y ss. 
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internacionales. En este sentido, se ha dicho que éstas, a través 
de sus diversos mecanismos de actuación, han llegado a confi­
gurar nuevos modos de producción de normas internacionales: 
«II apparai t qu 'á des ti t res divers, les organisations internatio­
nales disposent d'un impor tant pouvoir de decision... qui per-
met de considérer celles-ci comme une des sources importantes 
du droit international* 8 . 

Ciertamente, estos puntos de vista opuestos —entre los 
que se intercalan concepciones intermedias de variado matiz— 
se hallan condicionados por determinados presupuestos pre­
vios. Dependen, en efecto, entre otras cosas y básicamente, 
de las ideas que se tengan sobre estos t res puntos, a saber: 
la incidencia de la organizaciones internacionales en la estruc­
tura y dinámica de la comunidad internacional; la autonomía 
misma de las organizaciones internacionales; y, al cabo, de la 
pos tura que se profese sobre el concepto específico de «fuente 
del derecho» y, concretamente, de «fuentes del derecho inter­
nacional». 

3. La incidencia de las organizaciones internacionales en 
la es t ructura y dinámica de la comunidad internacional es 
obvia. Han sido muchos y muy variados los factores que han 
estimulado su desarrollo: técnicos, psicológicos, económicos, 
políticos, etc. 9 . De un modo inmediato, las organizaciones inter­
nacionales han nacido por motivos pragmáticos, esto es, res­
pondiendo a determinadas necesidades de la comunidad inter­
nacional. De este modo, su existencia ha modificado el régimen 
clásico de las relaciones internacionales. Estas, como advierte 
Merle, «se déroulent de plus en plus souvent dans le cadre et 
selon les regles d'organismes préetablis qui exercent une sorte 
de mediat ion permanente entre les Etats» 1 0 . Su consecuencia, 
desde este punto de vista, ha sido la denominada «diplomacia 
parlamentar ia», o, lo que es lo mismo, «le passage des sociétés 
étatiques closes á une société internationale ouverte» 1 1 . En últi­
mo término, a par t i r de su intervención en la dinámica de la 
vida internacional, las organizaciones internacionales se incor­
poran a la estructura misma de aquélla, cambiando y renovando 

8 . P. VELLAS: Institutions Internationales, cit. pág. 2 1 6 . Para una expo­
sición de estas concepciones: TAMMES: «Decisions of international organs as 
a source of international law», R. des C. t. 9 4 ( 1 9 5 8 - 1 1 ) , págs. 2 6 6 y ss. 

9 . Cf. S . BASTID: reorganisations internationales», cit. n.° 1 -6 . 
1 0 . M . MERLE: La vie internationale, 3.» ed. Paris, 1 9 7 0 , pág. 6 7 . 
1 1 . P. VELLAS, op. cit., pág. 3 4 6 . 
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su morfología 1 2 . Ahora bien, con todo esto no quiere decirse 
que la beligerancia de las organizaciones internacionales deba 
interpretarse como la expresión de un proceso acelerado hacia 
una integración terminantemente orgánica y uni tar ia del gé­
nero humano en u n «Estado mundial» 1 3 . Lo que sí significa lo 
expuesto es que tanto en sus elementos componentes (estruc­
tura) como en sus fórmulas de interrelación (dinámica), la 
comunidad internacional, básicamente interestatal , ha tenido 
que rectificar su perfil clásico y ajustarse a una nueva situa­
ción: la determinada por el juego, en par te incontrolable, de 
su propia creación: las organizaciones internacionales 1 4 . 

Sintéticamente, una explicación sociológica de la situación 
presente de la comunidad internacional puede par t i r de la 
clásica distinción entre el principio de denominación (Herr-
schaft) y el de colaboración (Genossenchaft). Apuntada por 
Gierke y recogida por Tonnies en la úl t ima fase de su pensa­
miento, ha sido aplicada re i teradamente a la hora de hacer 
el diagnóstico de la vida internacional. Así, frente a los que 
han sostenido la definitiva preponderancia del pr imero 1 5 , se ha 
ido consolidando la tesis —mayori tar ia— de los que advierten 
en la sociedad internacional de hoy un entrecruzamiento de es­
tructuras. Con este sentido, Reuter habla de las tres estructuras 
de la comunidad internacional, definidas respectivamente como 
de simple yuxtaposición, de comunidad de intereses y de orga­
nización diferenciada 1 6 . Con terminología diferente, aunque con 

1 2 . Cf. TRUYOL Y SERRA, op. cit., pág. 6 0 7 . 
1 3 . En este sentido, aunque sin descubrir nada nuevo, McWhinney se 

ha referido enfáticamente al «déclin du concept de l'Etat mondial». Cf. E. 
M C W H I N N E Y : Conflict idéologique et ordre public mondial, Paris, 1 9 7 0 , espec. 
págs. 2 9 y ss. 

1 4 . Esta presencia evidente de las organizaciones internacionales en la 
estructura y dinámica de la sociedad internacional sigue negándose empeci­
nadamente por un sector doctrinal minoritario. Ai, con riguroso dogmatis­
mo, reitera su postura Arangio-Ruiz. A partir de la distinción entre socie­
dades «integradas» y «no integradas», insiste en que la sociedad internacio­
nal actual responde inequívocamente al tipo de las no-integradas. Lo que, en 
su concepción, quiere decir que, por encima de cualquier fenómeno de orga­
nización internacional, subsiste la hegemonía del mundo de los Estados. Con­
cretamente, y en relación con la ONU, encaja a ésta en «a structure that 
appears to be still tremendously solid since its distant origins back in the 
Middle Ages . That structure is still there, intact, notwithstanding the exis­
tence of the United Nations and notwithstanding the socalled revolutionary 
novelties that the adoption of the Charter and other contemporary develop­
ments have brought about». ( G . ARANGIO-RUIZ: «International Law and Or­
ganisation*, cit. pág. 7 3 1 . 

1 5 . Así, por ej., SCHWARZENBERGER : La Política del Poder, México-Bue­
nos Aires, 1 9 6 0 , págs. 3 3 y ss. 

1 6 . P. REUTER: Droit International Public, P.U.F., Paris, 1 9 7 3 , págs. 1 5 
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un sentido sustancialmente aproximado, Dupuy afirma la coexis­
tencia, entremezclándose, de dos sociedades, la société relation-
nelle y la société institutionnelle. La pr imera es la clásica, y, en 
la misma «le pouvoir se présente avec trois caractérist iques: 
il est éparpillé, inconditionné, violent». La segunda, por el con­
trar io, responde al modelo de la organización internacional 
homogénea. Ahora bien, en la actualidad «les deux sociétés sont 
enchevétrées, les mémes Eta ts part icipent á chacune. L'institu-
tionnel ne s'est pas substi tué au relationnel. . . la difference se 
maintendra au sein méme de l 'union» 1 7 . Es claro que han sido 
las organizaciones internacionales las que han venido a apor tar 
ese elemeto «institucional», con claras consecuencias, como se 
verá, en el proceso de elaboración normat iva del ordenamiento 
jurídico internacional. 

4. El segundo factor condicionante de la valoración dada 
a la acción de las organizaciones internacionales en el marco 
total de la comunidad internacional queda determinado por 
la concepción que se tenga a propósi to de la autonomía de las 
mismas: sólo podrá hablarse de una posible acción normativa 
de las organizaciones internacionales si éstas son autónomas, 
es decir, si se mueven en el marco de la comunidad interna­
cional con personalidad propia y tienen, por tanto, una cierta 
capacidad para actuar con consecuencias jurídicas. A este pro­
pósito, y con u n planteamiento predominantemente político, 
se ha t ra tado de demostrar por algunos que la vida y la acción 
de las organizaciones internacionales depende estrechamente 
de las «situations des forces», y, en definitiva, de «les pouvoirs 
politiques des Etats» 1 8 . Se ha pretendido también registrar en 
ellas un claro «determinismo estatal», insistiéndose en que las 
organizaciones internacionales no se establecen autónomamen­
te, sino que quedan subordinadas a los sovereign groups, esto 
es, en clara dependencia respecto de los mismos 1 9 . 

Frente a esta tesis negativa, es hoy mayori tar ia la pos tura 
de los que sostienen la autonomía y personalidad propia de las 

y ss. Afirma este autor: «Les organisations internationales constituent par 
definition une structure nouvelle de la société internationale, puisque leur 
element caracteristique est constitué par l'apparition d'une volonté juridi-
quement distincte de celle des Etats membres et supérieure á celle-ci» (cit. 
pág. 1 9 ) . 

1 7 . D U P U Y : Le droit international, P .U .F . , Paris, 1 9 6 0 , pág. 2 1 . 
1 8 . S . HOFFMANN: Organisations internationales, cit. 
1 9 . G. ARANGIO-RUIZS «Reflections on the problem of organisations, cit., 

págs. 6 8 y ss. 
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organizaciones internacionales. Aun teniendo presente el origen 
convencional de las mismas, resulta evidente que, una vez naci­
das, tienen su propia vida y gozan, como señala Dupuy, «d'une 
certaine autonomie par rappor t aux Etats» 2 0 . Puede hablarse de 
una autonomía de las organizaciones internacionales en cuanto 
que, contrar iamente al análisis que los voluntaristas hicieron 
de las pr imeras , dichas organizaciones poseen una voluntad 
propia, de tal forma que, «la mesure prise par l 'organe est juri-
diquement l 'expression non d'un faisceau de volontés étatiques 
justaposées, mais d'une volonté unitaire, imputable á l 'organe» 2 1 . 

5. La cuestión de la posible capacidad normat iva de las 
organizaciones internacionales tiene, empero, su punto neurál­
gico en el tercero de los presupuestos señalados, es decir, en 
la previa concepción que se sustente sobre cuáles sean —o 
puedan ser— los mecanismos nomogenéticos (fuentes) del dere­
cho internacional positivo. 

Por adelantado, debe descartarse toda pretensión de aplicar 
en el plano del derecho internacional los moldes nomogenéticos 
propios de los derechos internos. En éstos, el concepto de 
«fuente del derecho» se ha venido aplicando tradicionalmente 
a los métodos de creación de normas generales y permanentes , 
capaces, por ello, de aplicación repetida sin límite. Con este 
punto de part ida, pues, se ha negado categoría de «fuentes» a 
los métodos de creación jurídica de regímenes part iculares, de­
terminantes de derechos y deberes sólo respecto de ciertos 
sujetos de derecho particularizados 2 2 . 

Como cer teramente ha señalado Virally, esta concepción 
de las fuentes normativas, apta pa ra los elaborados sistemas 
estatales, crea problemas especiales al pre tender t rasplantar la 
al ámbito propio del Derecho internacional, y ello porque éste 
contiene pocas normas de absoluto alcance general, esto es, 
obligatorias para todos los sujetos componentes de la comuni­
dad internacional. Sucede, además, que el derecho internacional 
contiene también normas de carácter permanente y general que, 
sin embargo, tienen validez sólo en relación con determinados 
Estados (así, en el caso de normas contenidas en t ra tados multi-

2 0 . D U P U Y : Le droit international, cit., pág. 9 1 . 
2 1 . Ibid. págs. 9 4 - 9 5 . Cualquiera que sea la concepción que se profese 

para fundamentar la personalidad y autonomía de las organizaciones inter­
nacionales, hoy parece que una y otra son innegables después del Dictamen 
del T.I.J. de 1 1 de abril de 1 9 4 9 . C.I.J. Recueil, 1 9 4 9 , págs. 1 7 8 - 1 7 9 . 

2 2 . Se trata de los métodos de creación jurídica que dan lugar a las 
que en la terminología anglosajona se denominan particular rules. 
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laterales y en el de la denominada «costumbre regional»). E, 
incluso, existen normas que, presentando esos caracteres de 
generalidad y permanencia, sólo son aplicables a dos Estados 2 3 . 
Se comprueba, asimismo, que «the same sources of law may be 
relied upon both for the formulation of general rules nad in 
providing for part icular situations* 2 4 . En definitiva: por lo que 
se refiere a esta condicionante determinada por la noción gené­
rica de «fuente del derecho», hay que admit i r que «despite the 
tradit ional terminology referred to, we need not confine oursel­
ves here to the examination of sources in the classical sense 
of methods of creation of general rules, bu t may conveniently 
considerer simultaneously the manner in which part icular rules 
arise» 2 5 . En función de esta concepción, Virally entiende que 
las decisiones de las organizaciones internacionales pueden 
consti tuir «modes of creation of law»2*. 

Debe reconocerse, sin embargo, que la tendencia tradicio­
nal —y mayoritaria— no ha ido por ese camino. La determi­
nación de cuáles sean las fuentes del derecho internacional ha 
quedado profundamente afectada por el art . 38 del Es ta tu to del 
T.P.J.I., reproducido sustancialmente en el mismo artículo del 
Es ta tu to del actual T.I.J. 2 7. Con esta marcada orientación forma­
lista, u n amplio sector de la doctrina ha visto en dicho texto 
el enunciado constitucional jerarquizado y exclusivo de las fuen­
tes del ordenamiento jurídico internacional. Ceñidos, pues, a 
los mecanismos de producción jurídica enumerados en el mismo 
(tratados-costumbre-principios generales), los autores que han 
aceptado tal punto de vista han negado toda posibilidad de 
virtualidad nomogenética a cualquier procedimiento distinto 2 8 . 

Hoy, esa concepción de las fuentes del derecho internacio­
nal se halla en trance de una profunda revisión crítica 2 9 . De un 
modo par t icularmente vigoroso la ha impugnado Parry, consi­
derándola incapaz de expresar la verdadera y en par te nueva 
nomogénesis de las normas internacionales. Parry ha propuesto 
una nueva formulación de las fuentes del derecho internacional, 

2 3 . M. VIRALLY: «The Sources of International Law», en SORENSEN, 
Manual, c i t , pág. 1 2 1 . Así lo señaló el T.I.J. en el caso del derecho de paso 
por el territorio indio. C.I.J. Becueil, 1 9 6 0 , pág. 3 9 . 

2 4 . VIRALLY: op. cit. loe. cit. Ibid. 
2 5 . Ibid. 
2 6 . Ibid. pág. 1 5 9 . 
2 7 . Así, ROUSSEAU, Principes, págs. 1 2 1 y ss. 
2 8 . En tal sentido G. SCHWARZENBERGER : The inductive approach to in­

ternational law, Londres, 1 9 6 5 , págs. 5 y ss. 
2 9 . A. MIAJA DE LA MUELA: Introducción al Derecho internacional públi­

co, 6 . A ed. Madrid, 1 9 7 4 , págs. 9 3 y ss. 
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concebida en función de las actuales realidades de la sociedad 
mundial y a la vista de los factores operantes en su normati-
vidad jurídica. Con tal perspectiva, ha concluido señalando 
como fuente actual de normas internacionales «the practice and 
pronouncements of organs of international organizations* 3 0 . En 
el mismo sentido se ha manifestado Dehaussy 3 1 . 

Del conjunto de estos análisis, una cosa parece clara: que 
es perfectamente admisible que puedan surgir en el ámbito del 
derecho internacional nuevos procedimientos nomogenéticos; 
como también lo es que alguno o algunos de éstos puedan llegar 
a nacer de la acción de las organizaciones internacionales. Por 
lo demás, dadas las características del ordenamiento jurídico 
internacional, la precisión de las «fuentes» de éste debe tener 
muy presente dos cosas: la significativa relevancia que cobran, 
al lado de las fuentes estr ictamente formales, las materiales y, 
a la vez, la preminencia cuantitativa de las fuentes del derecho 
internacional particular respecto de las del derecho internacio­
nal general. 

Con la significación apuntada, la cuestión de la capacidad 
nomogenética de las organizaciones internacionales queda cen­
t rada en estos dos puntos : a) determinar si las mismas poseen 
capacidad propia para crear, modificar o extinguir normas jurí­
dico internacionales (generales o particulares); y b) precisar 
si tal acción la realizan a través de procedimientos nomogené­
ticos ya establecidos y utilizados por el Derecho internacional 
(tratados-costumbre-principios generales) o bien si, al menos 
en parte , dicha acción la llevan a cabo por medios de produc­
ción jurídica distintos, específicamente derivados de su entidad 
diferenciada de organizaciones internacionales y, por tanto, 
nuevos en relación con los tradicionalmente calificados como 
fuetes del derecho internacional 3 2 . 

6. En todo caso, las páginas que siguen van a considerar 
la acción nomogenética de las organizaciones internacionales 
en una perspectiva deliberadamente amplia. E n la medida en 
que todo ordenamiento refleja el ámbito social en el que actúa 
a la vez que se configura en función de éste, las características 

3 0 . C . PARRY: The Sources and Evidences of International Law, Man­
chester, 1 9 6 5 , págs. 5 y ss. 

3 1 . D E H A U S S Y : «Sources du droit international*, en J. Classeur de Droit 
International, Fasc. 1 0 . 

3 2 . Para una exposición de las distintas posturas doctrinales sobre este 
punto: QUADRI: Diritto internazionale pubblico, 5." ed. Ñapóles, 1 9 6 8 , págs. 
5 2 0 y ss. 
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bien conocidas del que rige la comunidad internacional exigen 
no limitarse a u n a verificación estr ictamente formal. Significa 
esto, pues, que no vamos a reducirnos a examinar si la acción 
de las organizaciones internacionales han dado lugar «sensu 
stricto» a formas nuevas de producción jurídica. Aunque, desde 
luego, esto también será abordado, no consti tuirá exclusiva­
mente ni condicionará el enfoque elegido. Lo que intentaremos 
es precisar de qué modo y por qué vías, directas o indirectas, 
mediatas o inmediatas, las organizaciones internacionales vie­
nen interviniendo en el desarrollo iuspositivo del Derecho inter­
nacional, ya sea por medio de la creación de normas nuevas, 
o bien impulsando su creación, o, en ot ro plano, aclarando, 
in terpretando o completando reglas ya existentes. A esta posible 
acción, que se diversifica —como pronto se verá, en un amplio 
abanico de posibilidades, es a lo que nos queremos referir con 
la adjetivación acción normativa de las organizaciones inter­
nacionales. 

I I 

7. De una parte , las organizaciones internacionales des­
arrollan muy frecuentemente una acción normativa indirecta 
o mediata. Monaco la define como «quella destinata a facilitare 
la creazione di norme giuridiche internazionali t ra gli Stat i 
aderenti all 'unione istitutiva dell 'ente» 3 3 . Aunque admisible, en 
principio, esta conceptuación nos parece excesivamente estre­
cha. Porque lo cierto es que, en muchas ocasiones, la interven­
ción de las organizaciones en el proceso creador de normas 
internacionales puede darse respecto de reglas en las que sean, 
o puedan llegar a ser partes , Estados ajenos a las mismas. Ge­
néricamente, pues, puede definirse esta pr imera modal idad de 
acción normativa como aquella configurada por todas las acti­
vidades de las organizaciones internacionales dirigidas a esti­
mular , facilitar y p repara r la conclusión de acuerdos interna­
cionales. En todo caso, lo característico de este t ipo de acción 
es que, aunque la intervención de las organizaciones interna­
cionales puede ser —como veremos— intensa y definitiva, las 
mismas no figuran como parte en cuya conclusión, de algún 
modo, part icipan. Por eso la denominamos «indirecta» o «me­
diata». 

33. MONACO: «L'autonomia normativa degli enti internazionali», en 
Scritti Perassi, I I , pág-. 1 5 7 . 
\ 
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Como ha advertido Lachs, este t ipo de acción «est souvent 
prévue dans l'acte constitutif» de la misma organización 3 4 , si 
bien las formulaciones varían tan to en lo referente a su con­
creción como en orden a su sentido y alcance. 

Así, en la Carta de la O.N.U, el art . 13-1.° dispone que: 

«La Asamblea General promoverá estudios y hará re­
comendaciones para los fines siguientes: 

a ) fomentar la cooperación internacional en el cam­
po político e impulsar el desarrollo progresivo del dere­
cho internacional y su codificación.» 

Más concretamente, el art . 62-3.° establece que: 

«El Consejo Económico y Social podrá formular pro­
yectos de convenciones con respecto a cuestiones de su 
competencia para someterlos a la Asamblea General». 

Por su par te , en el Texto constitutivo de la Organización 
Consultiva Marítima Intergubernamental, una de las funciones 
atr ibuidas a esta organización es la de: 

«Preparar proyectos de convenciones, acuerdos u 
otros instrumentos apropiados y recomendarlos a los 
Gobiernos y a las organizaciones intergubernamentales 
y convocar las conferencias que estimen necesarias» (Ar­
tículo 3.°, b) . 

Disposiciones también referentes a este t ipo de acción nor­
mativa se contienen en la Constitución de la O.I.T. (art . 19), en 
la de la O.M.S. (art . 19), en el Estatuto del Consejo de Euro­
pa, etc. 

Es indudable que esta pr imera forma genérica de acción 
normativa de las organizaciones internacionales no tiene, en 
ningún caso, naturaleza nomogenética, ya que la misma «non 
altera, nell 'ambito della comunitá internazionále, il carat tere 
de la produzione delle norme giuridiche, giacché é sempre l'ac-
cordo dei soggetti che opera e non u n proceso diverso, propr io 
dell ente» 3 5 , adoptando tipos específicos muy diversos que varían 

34. M . LACHS : «Le développement des traites multilateraux», en R. des 
C. t. 92 (1957-11), pág. 163. 

35. MONACO: op. cit. pág. 156. Ya veremos, sin embargo, cómo tampoco, 
al menos en ciertos casos, la acción patrocinadora de las organizaciones in­
ternacionales queda al margen de toda consecuencia jurídica. 
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sensiblemente tanto en su intensidad como en los mecanismos 
utilizados para llevarla a cabo. 

8. a) En ocasiones, la acción normat iva indirecta o me­
diata llevada a cabo por las organizaciones internacionales es 
de simple estímulo, sin que haya realmente una intervención 
de cualquier clase en la preparación o conclusión del convenio 
al que aquélla se refiere. Puede decirse, en este caso, que se 
t ra ta de una acción desde fuera o externa a la formación del 
mismo 3 6 . 

9. b) Una forma más intensa de acción se produce cuan­
do las organizaciones internacionales intervienen activamente 
en la preparación de los t ra tados (son los denominados tópica­
mente «tratados concluidos bajo los auspicios de una organi­
zación internacional»). 

Es bien sabido, a este respecto, que las organizaciones in­
ternacionales juegan un papel cada vez más importante en la 
negociación de los t ra tados p lu r i l a t e r a l s , sobre todo cuando 
se t ra ta de convenios con vocación para vincular a un elevado 
número de Estados. Las ventajas que supone confiar la prepa­
ración de los t ra tados colectivos a una organización interna­
cional son evidentes. El secretariado de la misma puede desem-

36. Así, por ejemplo, en relación con el Tratado para la proscripción de 
las armas nucleares en la América Latina (Tlatelolco, México, de 14 de fe­
brero de 1967). Aunque en la preparación de este Convenio no intervino nin­
guna organización, su proyecto fue comunicado desde el primer momento 
a las Naciones Unidas, que se felicitó por tal iniciativa (Cf. A. G. Bes. 
1911/XVIII). Posteriormente, la Asamblea General aprobó, en 5 de diciem­
bre de 1967, una resolución acogiendo el nuevo tratado «con especial satis­
facción» (Cf. A. G. Bes. 2286/XXII). Con posterioridad, la O.N.U. se ha re­
ferido a dicho Convenio, citándolo ejemplarmente en la Bes. 2Í56/XXIII, de 
18 de noviembre de 1968. Es asimismo incluible entre estas acciones de 
estímulo externo la representada por la Res. de la A. G. 1903/XVIII, de 18 
de noviembre de 1963 sobre «Participación en tratados multilaterales gene­
rales concertados bajo los auspicios de la Sociedad de Naciones». Asimismo, 
como especie de este tipo de acción cabe citar la Res. de 20 de noviembre 
de 1965, adoptada por la Asamblea General, por la que se invitaba a todos 
los Estados miembros a ratificar, antes de 1968, los convenios ya existentes 
en el ámbito de los derechos humanos. Si bien la Resolución se refiere pre­
cisamente a convenios concluidos bajo los auspicios de la misma ONU, de la 
OIT y de la UNESCO, es lo cierto que, en cuanto tal Resolución, se pre­
senta como un acto dirigido a estimular la participación en convenios ya 
existentes, siendo, por consiguiente, externa a la preparación y conclusión 
de los mismos. También la Bes. 2716/XXV, de 15 de diciembre de 1970, sobre 
el «Programa de acción internacional concertada para el adelanto de la mu­
jer», en la que se fija como primer objetivo general la «ratificación de los 
instrumentos internacionales pertinentes relativos a la condición de la mu­
jer, o adhesión a ellos». 
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penar una función extraordinariamente útil , tanto en lo que 
se refiere a los pr imeros trabajos de exploración, como en la 
preparación propiamente dicha del texto, lo que, en ocasiones, 
se encomienda a un órgano especial. Como ha escrito Kiss, 
«cette facón d'associer la preparat ion des conventions á des 
elements indépendants pa r rappor t aux Eta ts , pouvant répre-
senter l ' intérét commun en face des intéréts particuliers des 
Gouvernements, est un fait nouveau dans l 'histoire des traites, 
qui ne doit pas étre sous-estimé» 3 7. 

Es ta intervención de las organizaciones internacionales pue­
de quedar l imitada a la fase preparatoria o de gestación interna 
del convenio. Tal sucede cuando aquéllas elaboran un texto que 
servirá de base de discusión en una conferencia diplomática, 
convocada normalmente por la misma organización. En tales 
casos, dice Vitta, ésta «n'exerce qu 'une action propulsive, ten-
dant á faciliter la rencontre des répresentants des Etats , qui 
vont chercher directement, en suivant les phases normales de 
la négociation et de la ratification, á élaborer le traite» 3 8 . Si esta 
afirmación es correcta desde un punto de vista formal, no debe 
perderse de vista, sin embargo, que la importancia que presenta 
esta intervención de las organizaciones internacionales es, casi 
siempre, grande, resultando, al cabo, que éstas «deviennent les 
vraies inspiratrices du processus de codification realise pa r les 
traditionnelles conferences diplomatiques» 3 9 . Ni cabe tampoco 
ignorar el peso específico que apor ta la propia organización 
en el desarrollo de la conferencia de plenipotenciarios cuando 
ésta se convoca y organiza bajo sus auspicios 4 0 . Ejemplo suma­
mente expresivo de lo que acaba de señalarse nos lo ofrecen 
las convenciones codificadoras, en cuya preparación y logro ha 
jugado papel decisivo la ONU 4 1. Cualquiera que sea el rigor con 

3 7 . A. KlSS: «Traite international*, en Repertoire de Droit international, 
Dalloz, Paris, 1 9 6 9 , II, pág. 9 2 0 . 

3 8 . E. VITTA: «Le traite multilateral, peut-étre consideré comme un 
acte législatif ?», en Annuaire Frangais de Droit international, 1 9 6 0 , pág. 2 3 0 . 

3 9 . L A C H S : op. cit., pág. 1 6 4 . 
4 0 . J. D E H A U S S Y : «Les conventions multilaterales conclues sous les aus­

pices des organisations internationales», en Melanges Séfériades, I, págs. 
8 3 y ss. 

4 1 . E s muy abundante la bibliografía relativa al papel jugado por las 
organizaciones internacionales en la codificación del Derecho internacional. 
En general: JENNINGS: «The Progresive Development of International Law 
and its Codification*, en British Year Book of International Law, 1 9 4 7 , págs. 
3 2 9 y ss. LAUTERPACHT: Codification and Development of International Law», 
en AJIL, 1 9 5 5 , págs 1 6 y ss. Recientemente: AGO: «La codification du droit 
international et les problémes de sa realisation*, en Hommage Guggenheim, 
cit. págs. 9 3 y ss. S . BASTID: «Observations sur une 'etape' dans le develop-
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que se valoren, enfrentándolos, estos esfuerzos y resultados, 
el balance es positivo y esperanzador 4 2 . Para Daudet «jusqu'á 
present, et compte tenu des matiéres qui leur ont été soumises, 
les Conferences des Nations Unies pour la codification et le 
développement progresif du droit international ont donné des 
résultats qui, parfois, ont dépassé les esperances» 4 3 . 

10. c) La intervención de las organizaciones internacio­
nales se acentúa marcadamente cuando éstas, además de inter­
venir de modo activo en la preparación del convenio, adopta 
y aprueba el texto del mismo en el seno de uno de sus órganos: 
en estos casos, «l'organe déliberant de l 'organisation interna­
tionale decide s'ériger en conference* 4 4 . El texto así adoptado 
por la organización es sometido a los Estados Miembros (e, 

pement progressif et la codification des principes du droit international*, 
Ibid. págs. 1 3 2 y ss. También: YUEN-LI-LIANG: «La codification du droit in­
ternational*, en R. des C. 1 9 2 5 - 1 , págs. 3 2 9 y ss. y, sobre todo, S . BENAYOUN: 
Méthodes et technique de la codification du droit international, Dijon, 1 9 5 4 . 
Para una síntesis histórica del proceso codificador: R. QUADRI: Diritto in­
ternazionále pubblico, cit. págs. 1 3 4 y ss. 

4 2 . Hoy puede decirse ciertamente que el tema de la codificación del 
Derecho internacional se polariza en torno a las actividades desarrolladas 
por la O.N.U. y, en concreto, por la Comisión de Derecho Internacional, esta­
blecida por la Res. 94 (I) de la A. G., en 3 1 de enero de 1 9 4 7 . Cf. TORRES 
BERNÁRDEZ: «La obra de desarrollo progresivo y codificación del Derecho 
internacional llevada a cabo por las Naciones Unidas», en ONU, Año XX 
(1946-1966), Tecnos, Madrid, 1 9 6 6 , espec. págs. 1 9 9 y ss. L E E : «The Inter­
national Law re-examined», en AJIL, 1 9 6 5 , págs. 5 4 5 y ss. BRIGGS: The In­
ternational Law Commission, Nueva York, 1 9 6 5 . Para un balance de lo que 
es y ha hecho este órgano cf. N. U. La Comisión de Derecho Internacional 
y su obra, ed. revisada, Nueva York, 1 9 7 3 . Los trabajos de la Comisión han 
dado lugar a un número relevante de convenciones multilaterales: 1 ) Con­
vención sobre el Mar Territorial y la Zona Contigua (Ginebra, 2 9 de abril de 
1 9 5 8 , en vigor desde el 1 0 de septiembre de 1 9 6 4 ) . 2 ) Convención sobre la 
Alta Mar (Ginebra, 2 9 de abril de 1 9 5 8 . En vigor desde el 3 0 de septiembre 
de 1 9 6 2 ) . 3 ) Convención sobre Pesca y Conservación de los Recursos Vivos de 
la Alta Mar (Ginebra, 2 9 de abril de 1 9 5 8 . En vigor desde 2 0 de marzo de 
1 9 6 6 ) . 4 ) Convención sobre la Plataforma Continental (Ginebra, 2 9 de abril 
de 1 9 5 8 . En vigor desde el 1 0 de junio de 1 9 6 4 ) . 5 ) Convención para reducir 
los casos de apatridia (Nueva York, 3 0 de agosto de 1 9 6 1 ) . 6 ) Convención 
de Viena sobre Relaciones Diplomáticas (Viena, 1 8 de abril de 1 9 6 1 . En vi­
gor desde el 2 4 de abril de 1 9 6 4 ) . 6 ) Convención de Viena sobre Relaciones 
Consulares (Viena, 2 4 de abril de 1 9 6 3 . En vigor desde 1 9 de marzo de 1 9 6 7 ) . 
7 ) Convención de Viena sobre el derecho de los Tratados (Viena, 2 3 de mayo 
de 1 9 6 9 ) . Por Res. 8072/XXVIII, de 3 0 de noviembre de 1 9 7 3 , la A. G. ha con­
vocado una Conferencia de Plenipotenciarios, a celebrar en Viena a co­
mienzos del año 1 9 7 5 , para tratar de concluir una Convención sobre las «Re­
laciones entre los Estados y las organizaciones internacionales», tomando 
como base un proyecto elaborado por la Comisión. 

4 3 . Y. DAUDET : Les Conferences des N. V. pour la Codification du Droit 
International, Paris, 1 9 6 8 , pág. 2 5 . 

4 4 . D E H A U S S Y : En Juris Classeur de Droit International, Pase. 1 1 , 
n.° 1 7 . 
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incluso, a los que no lo son) para que, en su caso, lo firmen 
y ratifiquen. En estos supuestos, dice Dehaussy, «le traite de-
meure ainsi, formellement, l 'oeuvre des Eta ts . Mais. . . l'Organi-
sation apparait-elle comme l 'auteur réel de la convention, au 
moins au méme ti tre que les Eta ts part ies »4 5. En este sentido, 
el Tribunal Internacional de Justicia, en su Dictamen sobre las 
reservas a la Convención sobre el Genocidio, reconoció el legí­
t imo interés de la Organización de las Naciones Unidas en 
orden a una controversia suscitada sobre la interpretación de 
un t ra tado estipulado bajo sus auspicios. Dijo, en efecto, el 
Tribunal: 

«il a été allegué que la demande d'avis constituerait 
une ingérence inadmissible de la par t de l'Assemblée 
genérale et de la pa r t d 'Etats restes jusqu'ici étrangers 
á la Convention dans l ' interprétation de celle-ci, les Eta ts 
parties á la Convention ayant seuls le droit de l'inter-
préter ou d e n solliciter l ' interprétation. II y a lieu d'ob-
server á cet égard que, non seulement l'Assemblée gené­
rale a pris l'initiative de la Convention sur le genocide, 
en a arrété les termes et Va ouverte a la signature et á 
Vadhesion des Etats, mais, que des dispositions expresses 
de la Convention associent d'Assemblée genérale á la vie 
de celle-ci; enfin, que l'Assemblée genérale s'y est en fait 
associée en s'efforcant d 'obtenir l 'adoption de la Conven­
tion par un nombre d 'Etats aussi grand que possible. 
Des lors, on ne saurait douter que la determination exacte 
des conditions de participation á la Convention constitue 
pour les Nations Unies un intérét propre et permanent 
qui na pas disparu du fait de Ventrée en vigueur de la 
Convention^. 

Este procedimiento de adopción o aprobación de textos 
convencionales ha rendido, hasta ahora, fructíferos resultados 4 7 . 

45. Ibid. 
46. Cf. C.I.J. Recueil 1951, págs. 19-20. 
47. Entre los convenios adoptados directamente por la O.N.U. deben 

destacarse los siguientes: 1) Convenio para la prevención y la sanción del 
delito de genocidio, aprobado por la A. G. por Res. 260 (III), de 9 de diciem­
bre de 1948 (en vigor desde el 12 de enero de 1951.—En 1973 vinculaba a 75 
Estados). 2) Convenio relativo a la represión de la trata de mujeres y niños, 
adoptado por la A. G. por Res. 311 (IV), de 2 de diciembre de 1949 (en vigor 
desde 25 de juiio de 1951.—En 1973 vinculaba a 40 Estados) . 3) Convenio 
relativo al derecho internacional de rectificación, adoptado por la A. G. en 
Res. 630 (VII), de 16 de diciembre de 1952. (En 1973 vinculaba a 9 Estados. 
Según el art. VIII del mismo, entró en vigor el 24 de agosto de 1962, al al-
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11. d) La intervención de las organizaciones internacio­
nales en la adopción de textos covencionales acentúa su rele­
vancia cuando se elimina el t rámite de la firma y aquéllos se 
someten a la aceptación definitiva de los Estados. El modelo, 
a este respecto, nos los proporciona la Constitución de la Orga­
nización Internacional del Trabajo (OIT). De acuerdo con el 
art . 19 de la misma, la Conferencia puede adoptar , por mayoría 
de dos tercios, una proposición que revista la forma de un 
convenio internacional. Este se comunicará a todos los Estados 
miembros para su ratificación, precisándose que «cada uno de 
los Miembros se obliga a someter el convenio, en el término 
de un año a par t i r de la clausura de la reunión de la Confe­
rencia.. . a la autor idad o autoridades a quienes competa el 
asunto al efecto de que le den forma de ley o adopten otras 
medidas» (art. 19, 5, b). Si el convenio no se ratifica, el Miembro 

canzar la 6. a ratificación). 4) Convenio sobre los derechos políticos de la mu­
jer, adoptado por la A. G. por Res. 6^0 (VII), de 20 de diciembre de 1952 
(entró en vigor el 7 de julio de 1954. En 1973 vinculaba a 71 Estados) . 5) 
Convenio sobre la nacionalidad de la mujer casada, aprobado por la A. G. 
mediante la Res. 1040 (XI), de 29 de enero de 1957 (en vigor desde 11 de 
agosto de 1958. En 1973 vinculaba a 46 Estados) . 6) Convenio sobre el con­
sentimiento y edad mínima para contraer matrimonio, aprobado en la A. G. 
por Res. 1377 A (XVII), de 7 de noviembre de 1962 (en vigor desde 9 de di­
ciembre de 1964. En 1973 vinculaba a 26 Estados) . 7) Convenio sobre la eli­
minación de todas las formas de discriminación racial, aprobado por la A. G. 
en su Res. 1904 (XVIII), de 20 de noviembre de 1963 y Res. 2106 A (XX), de 
21 de diciembre de 1965 (en vigor desde el 15 de julio de 1967. En 1973 vincu­
laba a 34 Estados) . 8) Pacto internacional de derechos económicos, sociales 
y culturales, adoptado por A. G. por Res. 2200 A (XX), de 16 de diciembre 
de 1966 (todavía no ha entrado en vigor, de acuerdo con su art. 27, que exige 
para ello un mínimo de 35 ratificaciones). 9) Pacto internacional relativo a 
los derechos civiles y políticos, aprobado en la A. G. por Res. 2200 A (XXI), 
de 16 de diciembre de 1966. (Todavía no ha entrado en vigor, de acuerdo con 
su art. 49, que exige un mínimo de 35 ratificaciones). 10) Tratado sobre los 
principios que deben regir las actividades de los Estados en la exploración y 
utilización del espacio ultraterrestre, incluso la luna y otros cuerpos celes­
tes, adoptado por la A. G. en Res. 2222 (XXI), de 19 de diciembre de 1966 
(en vigor desde 10 de octubre de 1967). 11) Acuerdo sobre el salvamento y la 
devolución de astronautas y la restitución de objetos lanzados al espacio 
ultraterrestre, adoptado por la A. G. por Res. 23^5 (XXII), de 19 de diciem­
bre de 1967 (en vigor desde enero de 1968). 12) Convenio sobre la impres-
criptibilidad de los crímenes de guerra y de los crímenes de lesa humanidad, 
adoptado por la A. G. en Res. 2391 (XXIII), de 26 de noviembre de 1968. 
13) Convenio sobre las misiones especiales, adoptado por la A. G. por Res. 
2531 (XXIV), de 8 diciembre de 1969. 14) Tratado sobre prohibición de em­
plazar armas nucleares y otras armas de destrucción en masa en los fondos 
marinos y oceánicos del subsuelo, adoptado por la A. G. por Res. 2660 (XXV), 
de 7 de diciembre de 1970. 15) Convenio sobre responsabilidad internacional 
por daños causados mediante ingenios espaciales, adoptado por la A. G. por 
Res. 2777 (XXVI), de 29 de noviembre de 1971. 16) Convenio sobre la pre­
vención y castigo de los delitos contra personas internacionalmente prote­
gidas, incluso los agentes diplomáticos, adoptado por la A. G. por Res. 3166 
(XXVIII), de 14 de diciembre de 1973. 
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en cuestión queda obligado a informar al Director General de 
la Organización, con la frecuencia que fije el Consejo de Admi­
nistración de la misma, sobre el estado de su legislación y la 
práctica en lo que respecta a los asuntos t ra tados en el Con­
venio, «precisándose en qué medida se ha puesto o se propone 
poner en ejecución cualquiera de las disposiciones por vía legis­
lativa o administrat iva. . . e indicando las dificultades que impi­
den o retrasan la ratificación de dicho convenio» (Cf. Artícu­
lo 19, 5, e). 

Muy próximo al sentido e intención de esas disposiciones 
está el art. 4-4° del texto constitutivo de la UNESCO. Se dis­
pone, en efecto, que «Cada uno de los Estados miembros some­
terá las convenciones a sus autoridades competentes, dentro 
del plazo de un año a par t i r de la clausura de la reunión de 
la Conferencia en la cual hayan sido aprobadas». En todo caso, 
«Cada Es tado miembro presentará a la Organización un infor­
me periódico, de acuerdo con lo que establezca la Conferencia 
general. . . , sobre el cumplimiento dado a (tales) convenciones» 
(art. 8). 

Por su par te , la Constitución de la O.M.S. impone a los 
Estados miembros la obligación de tomar las medidas perti­
nentes al objeto de aceptar los convenios o acuerdos adopta­
dos por la Asamblea; «cada Estados miembro notificará al Di­
rector General las medidas adoptadas al efecto; si la conven­
ción o el acuerdo no fuera aceptado (por dicho Estado) en el 
plazo señalado (18 meses), formulará una declaración motivan­
do su no aceptación» (art. 20). 

Ago ha insistido en el progreso que significaría extender 
este tipo de mecanismos a los convenios generales adoptados 
por las Naciones Unidas o por las Conferencias convocadas por 
organismos especializados: «L'utilité de párenles prescriptions 
pour pousser á une decision sur l 'acceptation d'une convention 
genérale ne peut que ressort ir si l'on se rememore les causes 
qui, dans bien des cas, sont á l 'origine de l 'inaction ou du re­
tard des organes étatiques. Ces dispositions peuvent constituer 
des moyens efficaces pour avoir raison des héri tat ions et des 
resistances passives.. . pour obliger á donner un caractére pu­
blic á la discussion des motifs favorables ou défavorables á 
l 'acceptation de la convention.. .* 4 8 . 

12. e) Como puede fácilmente imaginarse, esta interven­
ción de las organizaciones internacionales en la preparación y 

4 8 . AGO: op. cit., espec. págs. 1 1 7 y ss. 
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conclusión de los t ra tados, aun configurando un tipo de acción 
normat iva que denominamos «indirecta o mediata», ha tenido 
importantes consecuencias en orden a ese procedimiento nomo-
genético fundamental de reglas internacionales. A dicha inter­
vención, en efecto, cabe atr ibuir toda una serie de sensibles 
modificaciones operadas en el régimen clásico de los tratados®. 
Es cierto, como advierte Kiss, que «leur na ture il ne semble 
pas qu'elle soit altérée» 5 0 . En todo caso, sin embargo, dice 
O'Connell, «with the formation of a variety of international 
organizations. . . a new type of law-creating agency has been 
brought into being... This is particularly so in the mat te r of 
treaty practice »5 1. 

Específicamente, son muchos los aspectos que acusan inci­
dencias derivadas de la intervención de las organizaciones in­
ternacionales en la preparación y conclusión de los t ra tados. 
En los anteriores párrafos han quedado apuntadas algunas 
manifestaciones en orden a la negociación de los mismos, así 
como en lo referente a la adopción de sus textos. Hay que seña­
lar aquí, además, las registrables a propósi to de la firma. De un 
lado, ha surgido la modal idad l lamada de la firma diferida, 
que, como acer tadamente explica Guggenheim, tiene por objeto 
«de faire face aux consequences de l ' introduction du systéme 
de vote majori taire dans les assemblées délibératives de bien 

4 9 . Sobre este punto Cf. JESSUP: «Modernisation of the Law of Inter­
national Agreements*, en A.J.I.L., 1 9 7 4 , págs. 3 7 8 y ss. D E H A U S S Y : «Les 
conventions multilaterales», cit. L A C H S : «Les conventions multilaterales et 
les organisations internationales contemporaines», en AFDI, II, 1 9 5 6 , págs. 
3 3 4 y ss. C H . ROUSSEAU: Droit international public, I, Paris, 1 9 7 0 , págs. I l l 
y ss. MOSCONI: La formazione dei trattati, Milano, 1 9 6 8 . A pesar de la cre­
ciente y plural intervención de las organizaciones internacionales en el ré­
gimen de conclusión, aplicación e interpretación de los tratados, el Convenio 
de Viena sobre el Derecho de los Tratados, de 2 3 de mayo de 1 9 6 9 , sólo ha 
tomado en consideración dicha intervención en muy pequeña medida. Así, 
sólo se refiere expresamente a la misma al hablar de los plenos poderes (art. 
7.", 2 , c) , del depositario (art. 7 6 , 1.A y 7 7 , 2.") y del registro y publicación 
de los tratados, a cuyo propósito señala expresamente que «los tratados, des­
pués de su entrada en vigor, se trasmitirán a la Secretaría de las Naciones 
Unidas para su registro o archivo e inscripción, según el caso, y para su pu­
blicación» (art. 8 0 - 1 . ° ) . Debe observarse, sin embargo, que en los primeros 
textos discutidos por la Comisión de Derecho Internacional se contenía un 
buen número de disposiciones en las que se hallaba prevista de modo explí­
cito la intervención de las organizaciones internacionales en materia de ne­
gociación y redacción de tratados, aceptación y autenticación de los mismos, 
modos de manifestar el consentimiento para obligarse, etc. Tales disposi­
ciones, en último término, fueron eliminadas por la Comisión al preparar el 
proyecto definitivo (Cf. el penúltimo proyecto en: Anuario de la C.D.I., 1 9 6 5 , 
II, págs. 1 7 0 y ss. y el definitivo: en Anuario, cit. 1 9 6 6 , II, págs. 7 y ss.) . 

5 0 . K I S S , op. cit., págs. 9 1 6 , t. II, págs. 9 1 6 y ss. 
5 1 . Cf. O'CONNELL: International Law, cit., págs. 2 2 9 y ss. 
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5 2 . Cf. GUGGENHEIM: Traite de droit international public, I , 2 . A ed. Gine­
bra, 1 9 6 7 , pág. 1 6 0 . 

5 3 . Cf. F. M . V A N ASBECK: «Une commission d'experts», Simbolae 
Versijl, La Haya, págs. 9 y ss. 

5 4 . DEHAUSSY, op. cit., n.° 7 0 . 
5 5 . Cf. C.I.J. Recueil, 1 9 5 1 , págs. 2 1 - 2 2 . 
5 6 . Aquí nos referimos estrictamente a su publicación en el ámbito in­

ternacional. En el plano interno, sin embargo, también es acusable la pre­
sencia de acción de las organizaciones internacionales. Así, por ejemplo, en 
Francia. El Decreto de 1 4 de mayo, que reglamenta la publicación de los tra­
tados, ha previsto que dicha publicación puede hacerse también por una or­
ganización internacional. Así, pues, en virtud de esta disposición, las nor­
mas que emanen de tales organizaciones y estén publicadas por las mismas, 
pueden ser ya aplicadas por los tribunales franceses. Reuter se refiere con­
cretamente, en este punto, a «les decisions émanant des Communautés 
européennes, publiées au Journal officiel des Communautés». (Cf. REUTER: 
Droit international public, P.U.F., Paris, 1 9 7 3 , pág. 9 0 . 

des organisations internationales» 5 2 . De otro, se utiliza ya por 
muchos, convencionalmente, la noción de aceptación para de­
signar el procedimiento en el que la formalidad clásica de la 
firma desaparece, pasando directamente el texto adoptado en 
el seno de una organización al t rámite de su incorporación 
dentro de los ordenamientos internos 5 3 . En estos supuestos, es 
frecuente que «le dépót de la ratification se trouve remplacé 
par la notification aux Eta ts contractuants ou au déposi ta i re» 5 4 . 
En fin, conviene subrayar que la institución de las reservas 
se muest ra especialmente apta para aquellos t ra tados que, ela­
borados por las organizaciones internacionales, se adoptan o 
aprueban, en principio, por el régimen del voto mayori tar io. 
A este respecto, el Tribunal Internacional de Justicia ha reco­
nocido que: 

«la tres large part icipation á des conventions de ce 
genre (las concluidas en el seno de una organización 
internacional, o bajo sus auspicios) a deja entraíne une 
flexibilité plus grande dans la pra t ique internationale. . . 
Un usage plus general des reserves, una par t tres large 
faite á l 'assentiment tacite aux reserves, l'existence de 
prat iques qui vont jusqu 'á admet t re que l 'auteur de re­
serves écartées par certains contractants est néanmoins 
consideré comme par t ie á la convention dans ses rap­
por ts avec ceux d'entre eux qui les ont acceptées, ce sont 
la autant de manifestations d 'un besoin nouveau d'assou-
plissement dans le jeu des conventions multilaterales» 5 5 . 

Necesaria es, en este punto , la referencia a los mecanismos 
de registro y publicación de los t ra tados 5 6 , aportación genuina 
de las organizaciones internacionales al procedimiento general 
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de conclusión de los mismos. Como es bien sabido, este «véri-
table service public», como certeramente lo define S. Bastid 5 7 , 
fue inaugurado por el Pacto de la Sociedad de Naciones y tenía 
como objetivo primordial asegurar la publicidad de los trata­
dos, eliminando así una de las armas esenciales de la diplo­
macia secreta 5 8 . Recogido actualmente por el art . 102 de la Carta 
de las Naciones Unidas 5 9 , puede considerarse como incorporado 

5 7 . S. BASTID, en 25 ans de Nations Unies, un bilan positif, Paris, 1 9 7 0 , 
pág. 2 4 6 . 

5 8 . El régimen establecido en el Pacto para controlar de algún modo los 
compromisos convencionales entre sus Estados miembros se basó en una 
idea funcional: centralizar en la Sociedad misma —y, concretamente, en el 
Secretariado de ésta— la publicación de los tratados. Para posibilitar esta 
función, se dispuso en el art. 1 9 esto: «Todo tratado o compromiso interna­
cional que se concluya en lo sucesivo por cualquier Miembro de la Sociedad, 
deberá ser inmediatamente registrado por la Secretaría y publicado lo antes 
posible. Ninguno de estos Tratados o compromisos internacionales será obli­
gatorio antes de haber sido registrado». Fue este último inciso el que más 
problemas planteó a la hora de fijar exactamente su alcance. Un sector de 
la interpretación doctrinal llegó a entender que, como consecuencia de su 
mismo tenor literal conminatorio, la falta a la obligación del registro im­
puesta por el art. 1 8 del Pacto llegaba consigo la total nulidad del tratado 
(Cf. F. BOUDET: «L'enregistrement des accords Internationaux», RGDIP, 1 9 6 0 , 
pág. 5 9 7 ) . Menos rigurosamente, el Institut de Droit International redujo las 
consecuencias del incumplimiento a la ausencia de fuerza ejecutiva del tra­
tado en cuestión, subsistiendo, empero, «ínter partes» (Cf. Annuaire, 1 9 2 3 , 
págs. 4 3 y ss . ) . En una posición minimalista, otra interpretación sostuvo que 
el incumplimiento del art. 1 8 determinaba tan sólo la inoponibilidad del tra­
tado en el ámbito de la SdeN (Cf. D. ANZILOTTI: Cours de Droit international, 
I, Sirey, Paris, 1 9 2 9 , pág. 3 8 3 ) . En el sentido de esta última opinión se ma­
nifestó sustancialmente la Comisión mixta franco-mexicana de reparaciones, 
en el caso Pablo-Nájera (Sentencia Verzijl, de 2 9 oct. 1 9 2 8 ) , en IT. N. Treaty 
Series, V, págs. 4 6 6 y ss.) . Como dato curioso cabe recordar que el problema 
quedó resuelto a priori en la Constitución española de 1 9 3 1 , que, en lo to­
cante a la validez de los tratados, se remitía pura y simplemente al art. 1 8 
del Pacto (cf. art. 76). 

5 9 . Dispone el art. 1 0 2 que «Todo tratado y todo acuerdo internacional 
concertados por cualesquiera miembros de las Naciones Unidas después de 
entrar en vigor esta Carta, serán registrados en la Secretaría y publicados 
por ésta a la mayor brevedad posible.—Ninguna de las partes en un tratado 
0 acuerdo internacional que no haya sido registrado conforme a las disposi­
ciones del párrafo 1." de este artículo podrá invocar dicho tratado o acuerdo 
ante órgano alguno de las N. U.». La Organización ha desarrollado el con­
tenido implicado en este precepto: Cf. Resoluciones de la A. G. que son de 
interés para el derecho de los tratados, Memorandum preparado por la Se­
cretaría, Doc. A / C N . 4 / 1 5 4 , 1 4 febrero 1 9 6 2 , en Anuario de la Comisión de 
Derecho Internacional, 1 9 6 3 , II, págs. 3 3 y ss. El Reglamento para la apli­
cación del art. 1 0 2 de la Carta fue aprobado por la Res. 97 (I), de la A. G., 
de 1 4 die. 1 9 4 6 , y modificado por la Res. 3 6 4 B (IV) y 4 8 2 (V) de la A. G. de 
1 de diciembre 1 9 4 9 y 1 2 de die. 1 9 5 0 respectivamente. Cf. además, las «opi­
niones» de la Oficina de Asuntos Jurídicos de las N. U.: N . U. Anuario Ju­
rídico, 1 9 6 6 , págs. 2 8 2 y ss. y 1 9 6 7 , págs. 3 6 2 y ss. Cf. asimismo, C.I.J. 
Recueil, 1 9 6 2 , pág. 3 3 2 . Para la interpretación doctrinal, entre otros, B R A N ­
DON: «The Validity of Non Registred Treaties», en el BYBIL, 1 9 5 2 , págs. 
1 8 0 y ss. BOUDET, op. cit. M C N A I R : The Law of Treaties, Oxford, 1 9 6 1 , págs. 
1 7 8 - 1 9 0 . 



DE LAS ORGANIZACIONES INTERNACIONALES 1 8 5 

plenamente a la práctica internacional en la materia 6 0 . Resulta 
asimismo opor tuno dejar constancia aquí del papel asumido 
por las organizaciones internacionales en orden al depósito de 
los textos convencionales 6 1 . 

En fin, hay también que subrayar la sustancial intervención 
de las organizaciones internacionales en el control de la aplica­
ción e interpretación de los t ra tados . Al lado del clásico y tradi­
cional control jurisdiccional, ha surgido, como una de las ma­
nifestaciones más caracterizadas de aquella intervención, el 
control institucional a tr ibuido frecuentemente a las mismas 6 2 . 

6 0 . La Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, de 2 2 de 
mayo de 1 9 6 9 , establece en su art. 8 0 que «los tratados, después de su en­
trada en vigor, se transmitirán a la Secretaría de las Naciones Unidas para 
su registro o archivo e inscripción, según el caso, y para su publicación». 
Por lo que se refiere a España, el art. 2 8 del Decreto sobre Ordenación de la 
actividad de la Administración en materia de Tratados internacionales dis­
pone que «El Ministerio de Asuntos Exteriores adoptará las medidas opor­
tunas para dar cumplimiento a lo dispuesto en el art. 1 0 2 de la Carta de 
las N. U. respecto al registro en la Secretaría de las N. U. de los tratados 
celebrados por España». Para la práctica española en la materia, cf. el es­
casísimo número de acuerdos bilaterales concluidos por España registrados 
en la Secretaría de la ONU: MEDINA y PECOURT: «Acuerdos bilaterales de Es­
paña publicados entre 1 9 4 5 - 1 9 6 5 » , en REDI, XXII, 1 9 6 9 , págs. 6 8 3 y ss. 

6 1 . Advierte Puente Egido que «la tendencia general a trasladar las 
funciones de depositario a la Secretaría de una organización internacional... 
supone un importante cambio... se trata de una función regularmente ejerci­
da que necesariamente lleva el desenvolvimiento de una determinada prác­
tica jurídica, y sobre todo se trata de una función ejercida dentro del cuadro 
de una organización que de una u otra manera tiende al desarrollo del De­
recho internacional (Cf. J . PUENTE EGIDO: «Algunos aspectos de las funcio­
nes de asesoramiento del Secretario General de las N. U » , REDI, XII, 1 9 5 9 , 
págs. 3 8 9 - 3 9 0 ) . Según el art. 7 6 de la Convención de Viena sobre el Derecho 
de los Tratados, «El depositario podrá ser ... una organización internacional 
o el principal funcionario administrativo de tal organización». En relación 
con el Secretario de las N. Ü. en cuanto depositario: N. U. Precis de la pra­
tique du secretaire general dépositaire d'accords multilatéraux, Doc. ST/Leg. 
7, 1 9 5 9 . 

6 2 . Son muchos los textos convencionales concluidos bajo los auspicios 
de organizaciones internacionales que tienen establecido expresamente un 
sistema en tal sentido, previéndose en aquéllos que serán determinados órga­
nos de la correspondiente organización los que controlarán su ejecución. 
Puede citarse al respecto lo dispuesto por la O.I.T., cuyo texto constitutivo 
tiene previsto de modo explícito el control de los convenios celebrados bajo 
sus auspicios (arts. 2 2 a 3 4 ) . En la Organización Internacional de la Aviación 
Civil, el Consejo cumple funciones de vigilancia respecto de las obligaciones 
convencionales contraídas por los Estados miembros (arts. 5 4 , j / k y art. 8 4 ) . 
En el marco de los convenios concluidos en el seno de la ONU, cabe señalar 
como ejemplo el de los ya citados Pactos relativos a los derechos humanos, 
adoptados el 1 6 de diciembre de 1 9 6 6 . Así, en el Pacto relativo a los derechos 
económicos, sociales y culturales se prevé un control por medio de opera­
ciones de información e investigación ante y por el ECOSOC y las institu­
ciones especializadas (arts. 1 7 y ss . ) . En el Pacto relativo a los derechos 
civiles y políticos, se fija un control encomendado a un órgano especial, el 
llamado «Comité de los derechos humanos» (arts. 2 8 y ss.) , que puede soli­
citar información, y ante el cual pueden llevarse las acusaciones contra el 
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Por lo que toca concretamente a la interpretación, la acción en 
este sentido de las organizaciones internacionales se manifiesta 
en una doble vertiente: la interpretación de su propio texto 
constitutivo 6 3 y la de los convenios concluidos bajo sus aus­
picios 6 4. 

13. f) La acción normat iva indirecta o mediata de las 
organizaciones internacionales incide también sobre los otros 
dos procedimientos nomogenéticos clásicos: la costumbre inter­
nacional y los denominados principios generales de derecho. 
Al igual de lo que acaba de apuntarse respecto de los t ra tados, 
en estos casos aquéllas no crean una norma: lo que hacen es 

Estado que haya violado dicho Pacto. Por su parte, en los Convenios cele­
brados bajo los auspicios del Consejo de Europa, el establecimiento del con­
trol es también frecuente. Cf. vgr., la Convención cultural europea, de 1 6 de 
diciembre de 1 9 5 4 (art. 6 . ° ) y la Carta Social Europea, de 1 8 de octubre de 
1 9 6 1 (arts. 2 1 - 2 9 ) . V . H . GOLDSONG: «Les accords conclus au sein du Conseil 
de l'Europe» en AFDI, VIII, 1 9 6 2 , págs. 7 1 8 y ss. 

6 3 . En ocasiones, el propio texto constitutivo de la organización prevé 
la competencia de uno o más de sus órganos para llevar a cabo su interpre­
tación. Así, el art. 1 8 de los Estatutos del Fondo Monetario Internacional, 
que la atribuye a su Consejo de Administración. Cf. también el art. 8 4 del 
texto constitutivo de la O.A.C.I. En otros casos, al lado de una posible in­
terpretación por vía jurisdiccional, se ha venido desarrollando una «práctica 
interpretativa» por parte de los órganos no jurisdiccionales de la organiza­
ción. En relación con la O.N.U., las actas de la Conferencia de San Fran­
cisco atestiguan que «la competence pour interpreter la Charte n'a été 
confiée á personne en particulier» (VIRALLY, 25 ans de N. 17., cit., pág. 2 1 9 ) . 
En realidad, la cuestión se enfocó con criterios deliberadamente vagos: «En 
el curso del funcionamiento cotidiano de los diversos órganos de las N. U. 
—se dijo— es inevitable que cada una de ellas interpretará la Carta en las 
partes que le sean aplicables a sus funciones particulares. Este proceso es 
inherente al funcionamiento de todo cuerpo que actúa con arreglo a un ins­
trumento que define sus funciones y facultades» (U.N.C.I.O., t. XIII, p. 7 0 9 ) . 
Es cierto que, en ocasiones, los órganos de las N. U. han acudido a la inter­
pretación judicial por la vía de un dictamen solicitado al T.I.J. En varias 
ocasiones la A. G. y, recientemente, el C. de S . ( 1 9 7 1 ) . Empero, «devant les 
nécessités de la vie quotidienne, l'interprétation par les organes politiques reste 
importante quantitativement et qualitativement» (Kiss, op. cit., pág. 9 3 0 ) . 
A este respecto, el punto de mayor acuidad es determinar en qué medida esa 
«práctica» es una operación interpretativa y cuándo, por el contrario, pue­
de llegar a ser una enmienda o modificación sustancial del texto constitu­
tivo. Sobre esto volveremos en las próximas páginas. 

6 4 . En principio, las organizaciones internacionales no son competen­
tes, salvo que así se establezca expresamente, para interpretar tratados en 
los que no sean partes, incluso aunque se trate de convenios celebrados bajo 
sus auspicios. Cf. empero, la Recomendación n.° 4 5 4 ( 1 9 6 6 ) , de 2 7 de enero 
de 1 9 6 6 , adoptada por la Asamblea «relative á l'interprétation uniforme des 
traites européens». Asimismo, «the practice of the political organs of the 
U. N. in respect to treaty interpretation reveals some interesting develop­
ments of these traditional norms». (R. HIGGINS: The Development of Interna­
tional Law through the political organs of the U. N. Nueva York, 1 9 6 3 , p. 
3 0 3 ) . 
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consti tuir «a persuasive evidence of the existence of the rule 
of law which they enuncíate» 6 5 . 

En esta especie de acción normat iva es encajable, en pri­
mer término, la tarea codificadora, patrocinada hoy, fundamen­
talmente, por las Naciones Unidas. Es cierto que la concreción 
en un texto escrito de normas internacionales ya existentes 
(como normas consuetudinarias o «principios»), la realiza el 
convenio multi lateral correspondiente, convenio en el que son 
partes los Estados part icipantes en el mismo, pero no la orga­
nización que ha preparado e impulsado su conclusión. A pesar 
de <ello, la relevante y, a veces, decisiva participación de la ONU 
en su gestación, autoriza a reconocer, en este punto, su virtua­
lidad normativa, si bien indirecta o mediata 6 6 . 

Pero las organizaciones internacionales pueden operar con 
ese mismo alcance (indirecto o mediato) de otro modo, esto es, 
obteniendo ellas mismas la concreción de normas consuetudi­
narias —o de principios generales— ya existentes como derecho 
no escrito 6 7 . Tal ocurre en los supuestos en que, por medio de 
resoluciones, decisiones, recomendaciones, etc., las organizacio­
nes internacionales confirman y precisan unas u otros 6 8 . 

El ejemplo típico a este respecto lo constituyen muchas de 
las resoluciones de las organizaciones internacionales formu-

6 5 . PH. JESSUP: A Modern Law of Nations, Nueva York, 1 9 4 8 , pág. 7 8 . 
6 6 . Queda fuera de estas consideraciones la función desempeñada en tal 

sentido por los organismos internacionales propiamente jurisdiccionales. 
6 7 . Es interesante recordar, a este propósito, que, en 1 9 5 0 , la Comisión 

de Derecho Internacional preparó un Informe sobre «Los medios de hacer 
más fácilmente asequible la documentación relativa al derecho internacional 
consuetudinario». (Cf. Documentos Oficiales de la Asamblea General, 5." pe­
ríodo de Sesiones, Supl. n.° 1 2 , A / 1 3 1 6 , n.° 2 4 - 9 4 ) . En el mismo, y entre los 
medios sugeridos por la Comisión (convenios internacionales, decisiones de 
tribunales internacionales, decisiones de los tribunales internos, legislaciones 
estatales, etc.), figuraba la «práctica de las organizaciones internaciona­
les»: «Records of the comulating practice of international organizations 
may be regarded as evidence of customary international law». (Cf. Year­
book of International law Commission, 1 9 5 0 , II, pág. 3 7 2 ) . Consecuente­
mente, se recomendó, con vistas a dicho propósito, la preparación de «a 
réportoire of the practice of the organization of the U. N. with regard to 
questions of international law» {Ibid., pág. 3 7 3 ) . 

6 8 . «Face aux situations et événements, conflicts ou litiges concrets, les 
organisations internationales sont appelées á les confirmer et confronter avec 
le droit existant et á les apprécier á la lumiére de ce droit. II semble indis­
pensable d'en expliquer les consequences. Une analyse plus ou moins profonde 
du droit devient nécessaire. Les principes généraux demandent á étre pre­
cises. La portee de leur force obligatoire doit étre éclarcie. En applicant les 
regles de droit dans des cas concrets, les organisations internationales indi-
quent dans leurs decisions le mode d'application de ees regles». (Cf. M. 
L A C H S : «Le role des organisations internationales dans la formation du droit 
international*, en Melanges Rolin, Paris, 1 9 6 4 , págs. 1 6 8 - 1 6 9 ) . Asimismo: 
D I QUAL, op. cit., pág. 2 4 3 y ss. 



188 LA ACCIÓN N O R M A T I V A 

ladas como «Declaraciones». Adquieren éstas su perfil diferen­
ciado en cuanto que «i principi enunciati vertono sulle relazioni 
internazionali in genere, non su questioni s t re t ramente orga-
nizzative» 6 9. Esta pretensión de generalidad determina, en últi­
mo término, que «i principi considerati vengono redatt i in ma­
niera da indirizzarsi alia generalitá degli Stati» 7 0 . 

Es jus to reconocer que no resulta fácil determinar lo que 
en tal especie de resoluciones hay de desiderata y lo que, por 
el contrario, se enuncia como una norma consuetudinaria o 
principio ya vigentes. Suelen alegarse, como manifestación típi­
ca de esta modal idad de acción normativo-declarativa, las reso­
luciones de la Asamblea General de las Naciones Unidas sobre 
los l lamados «principios de Nuremberg* 7 1 . Al cabo, el aporte 
más positivo de esta actuación de una organización internacio­
nal está —como ya señaló hace años Jessup— en su valor per­
suasivo a la hora de determinar una norma internacional ya 
existente bajo la forma de derecho no escrito; es decir, en el 
papel que asumen en cuanto elemento probator io de la opinio 
iuris: por ejemplo, una resolución de la Asamblea General de 
las Naciones Unidas puede consti tuir prueba de Derecho con­
suetudinario, en cuanto refleje los puntos de vista de los Esta­
dos que voten a favor de la misma; probablemente, tendría 
el mismo valor si hubiese sido adoptada por una Conferencia 
celebrada fuera del marco de las Naciones Unidas; y si son 
muchos los Estados que votan en contra, su valor como prueba 
del derecho consuetudinario resulta, consecuentemente, redu­
cido» 7 2 . 

Conviene advertir , sin embargo, que la calificación de estas 
resoluciones de las organizaciones internacionales como decla­
rativas no debe llevar a minusvalorarlas. De un lado, porque 

6 9 . M. DECLEVA: «Le Dichiarazioni di principi delle Nazioni Unite», en 
Annuario di Diritto Internazionale, 1 9 6 5 , pág. 6 9 . 

7 0 . Ibid. pág. 7 0 . 
7 1 . Se trata de las resoluciones de la Asamblea General 9 6 (I), de 1 1 

de diciembre de 1 9 4 6 , 1 7 7 (II), de 2 1 de noviembre de 1 9 4 7 y 2 6 0 (III), de 9 
de diciembre de 1 9 4 8 . En la primera de las citadas, la Asamblea General 
«confirma los principios de Derecho internacional reconocidos por el Esta­
tuto del Tribunal de Nuremberg y las sentencias de dicho Tribunal». En su 
Dictamen de 2 8 de mayo de 1 9 5 1 , sobre «Reserves á la Convention sur le 
Génocide», el Tribunal Internacional de Justicia, con referencia explícita a 
la aludida Res. 9 6 (I), declaró que «los principios que están en la base de 
esta convención son principios reconocidos por las naciones civilizadas como 
obligatorios para los Estados, aun al margen de todo nexo convencional» 
(C.I.J. Becueil, 1 9 5 1 , pág. 2 3 ) . 

7 2 . M. A K E H U R S T : Introducción al Derecho internacional, Madrid, 1 9 7 1 , 
pág. 6 7 . 
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vienen a consti tuir un medio probator io relevante del derecho 
internacional consuetudinario; y, de otro, porque en la verifi­
cación y concreción de una norma no escrita hay siempre un 
elemento interpretativo que, en úl t imo término, se dobla con 
un aporte innovador. En este sentido, y a propósi to de la «De­
claración sobre los principios de Derecho internacional refe­
rentes a las relaciones de amistad y a la cooperación entre 
los Estados» 7 3 , ha señalado S. Bastid que «ees principes sont 
eux-mémes des principes du droit international, c'est-á-dire des 
proposit ions dont on entend determiner systématiquement les 
conditions precises d'application dans 1 etat present de la so-
ciété internationale» 7 4 . 

Importa , empero, tener muy presente que, consideradas 
analít icamente, este tipo de acción de las organizaciones inter­
nacionales, reflejada habi tualmente en ciertas especies de reso­
luciones, configura, con mucha frecuencia, un conjunto textual 
de desigual valor. En efecto: es comprobable que tan sólo de­
terminados pronunciamientos contenidos en las mismas actúan 
stricto sensu «en codifiant le droit international coutumier ou 
la pra t ique existante» 7 5 . 

Es ta acción declarativa, que frecuentemente realizan las 
organizaciones internacionales respecto de normas no escritas, 
ha sido configurada por determinadas interpretaciones doctri­
nales como uno de los medios auxiliares «para la determinación 
de las reglas de derecho», en el sentido dado a los mismos por 
el art . 38, d) del Es ta tu to del Tribunal Internacional de Justi-

73. Cf. A. G. Res. 2625 (XXV), de 24 de octubre de 1970. Doc. Of. 25 
Período de Sesiones, Supl. n.° 28 (A/8028) , págs. 129-133. 

74. S. BASTID: ^Observations sus une 'étape' dans le développement pro-
gressif et la codification des principes du droit international*, en Bommage 
Guggenheim, cit., pág. 145. 

75. Ibid. Así, por ejemplo, en relación con la ya citada Bes. 2625 (XXV) 
de la Asamblea General de las Naciones Unidas, y en el curso del debate que 
precedió a su adopción por consensus, el delegado holandés llamó la aten­
ción a propósito de lo heterogéneo del contenido implicado en la misma. En 
su opinión, la Declaración puede quedar diferenciada en cinco grupos o 
fórmulas de sentido y alcance muy distintos. Según los casos, en efecto, los 
principios que se enuncian «1) réaffirment des normes genérales du droit 
international contenues dans la Charte; 2) réaffirment les normes particu-
liéres du droit international contenues dans la Charte; 3) développent les 
points 1) et 2) en interprétant la Charte; 4) développent les points 1) et 2) 
en codifiant le droit international coutumier ou la pratique existante dans 
l'application de la Charte; et 5) expriment des souhaits quant au contenu du 
droit international futur». (Cf. Doc. A / C . 6/SR. 1183). Para valoraciones to­
talmente opuestas —positiva y negativa, del aporte normativo que supone 
esta Declaración, cf. respectivamente: M. SAHOVIC: «Codification des prin­
cipes du droit international des relations amicales et de la cooperation entre 
les Etats», en R. des C. t. 137 (1972-III), págs. 249 y ss. y ARANGIO-RUIZ, 
op. cit., espec. págs. 519 y ss. 
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cia 7 6. Ello no es poco si se piensa en las dificultades con que 
tropieza, en la mayoría de los casos, el cumplimiento del impe­
rativo «actori incumbit probatio», a la hora de alegar y verificar 
la existencia de una norma internacional de origen consue­
tudinario. 

1 1 1 

14. La acción normat iva de las organizaciones internacio­
nales no se agota con las modalidades de intervención indirecta 
o mediata, que acabamos de examinar en los parágrafos ante­
riores. En una segunda dimensión, de mayor alcance, aquéllas 
desarrollan también una acción normativa directa heterónoma. 
Por tal entendemos la que queda reflejada en la actuación de 
las mismas cuando llevan a cabo o part icipan inmediatamente 
(es decir, directamente) en los procedimientos ya establecidos 
de creación de reglas de Derecho internacional; calificamos a 
esta modalidad de acción normativa de inmediata o directa por­
que las organizaciones internacionales, al realizarla, intervienen 
en esos procedimientos nomogenéticos como parte de los mis­
mos. A la vez, la adjetivamos como especie heterónoma porque 
no implica la puesta en práctica de un procedimiento nomoge-
nético propio o genuino. Dicho con otras palabras: la acción 
normativa directa heterónoma de las organizaciones interna­
cionales es la que se manifiesta en los casos en los que éstas 
intervienen en la creación de normas convencionales, actuando 
como par te en el t ra tado correspondiente, o en la de reglas con­
suetudinarias, como agentes elaboradores de las mismas. En 
ambos casos, la participación de las organizaciones es directa, 
inmediata y relevante; pero también en uno y ot ro supuesto 
el modo de operar se canaliza a través de modalidades nomo-
genéticas no propias, esto es, no actúan por medio de proce­
dimientos distintos de los utilizados por los demás sujetos de 
derecho internacional (los Estados). 

15. a) Las organizaciones internacionales llevan a cabo 
una acción normativa directa heterónoma en cuanto crean nor­
mas internacionales de naturaleza convencional, es decir, en 

76. Así, por ej., en la interpretación de K. SKÜBISZEWSKY: «The General 
Assembly and its powers to influence national action», en Proceedings of the 
American Society of international law, 1964, pág. 157. En el mismo sentido, 
F. B. SLOAN: «The binding force of a recommandation of the General Assem­
bly of the United Nations», en B.Y.B.I.L., 1948, pág. 116. 
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cuanto que concluyen t ra tados y acuerdos con otros sujetos de 
derecho internacional (con Estados o con otras organizaciones 
internacionales). Si has ta hace relativamente poco, este t ipo 
de actividad nomogenética de las organizaciones internaciona­
les pudo tenerse por anómala y, desde luego, excepcional, hoy 
es abrumadoramente mayori tar ia la opinión que les reconoce 
competencia para ello 7 7. 

Este treaty-making power de las organizaciones internacio­
nales queda fundamentado desde perspectivas distintas. En pri­
mer lugar, se alega como consecuencia directa e inmediata de 
su condición indudable de sujetos de derecho internacional, esto 
es, de su misma personalidad jurídica internacional 7 8 . También 

7 7 . «Le droit de traiter des organisations internationales n'a fait que 
s'affirmer au cours de ces trente derniéres années. Si la doctrine était divisée 
jusqu'en 1 9 3 9 , il semble bien aujourd'hui que ses hesitations se soient dis-
sipées.. . Ainsi, nous pouvons affirmer que le droit de traiter des organisa­
tions internationales est devenu une réalité». (J. HUBER: Le droit de conclu­
re des traites inter nationaux, Laussanne, 1 9 5 1 , págs. 1 3 5 - 1 3 6 . Según R. 
HIGGINS «As a matter of practice, it can now be shown with easy that the 
capacity of international organizations to conclude treaties has been confir­
med beyond dubt» (The Development of International Law, cit. pág. 2 4 2 . So­
bre este punto, en general: J. W. SCHNEIDER: Treaty-Making Power of In­
ternational Organisations, Genéve, 1 9 5 9 . SOCINI: Gli accordi internazionali 
delle organizzazzioni intergubernative, Padova, 1 9 6 2 . H. C H I U : The capacity 
of international organizations to conclude treaties and the special legal 
aspect of the treaties so concluded, La Haya, 1 9 6 6 . Específicamente sobre 
las Naciones Unidas: KASME: la capacité de l'ONU de conclure des traites, 
Paris, 1 9 6 0 . CARROZ-PROBBT : Personálité juridique internationale et capacité 
de conclure des traites de l'ONU et des Institutiones specialises, Paris, 1 9 5 3 . 
Sobre las organizaciones europeas: SOCINI: «Considerazioni sullo jus trac-
tatum delle organizzazzioni europées, en RDE, 1 9 6 2 , págs. 1 2 3 y ss. Una ac­
titud negativa, a pesar de todo, mantiene R. QÜADRI: Diritto internazionale 
pubblico, págs. 5 4 0 - 5 4 2 . Siguen su opinión, en línea de «escuela»: B . CON-
FORTí: Commentario GEE, t. III, Milano, 1 9 6 5 , págs. 1 4 9 8 - 1 4 9 9 , y, aunque 
más evasivamente: FERRARI BRAVO: Diritto internazionale e diritto interno 
nella stipulazioni dei trattati, Napoli, 1 9 6 4 , págs. 2 6 - 3 0 . Para Tunkin «L'ana-
lyse des traites des organisations internationales montre qu'á l'exception 
d'un petit nombre d'entre eux traitant de questions économiques, ils se rap-
portent au domaine du droit international». (Cf. T U N K I N : Droit internatio­
nal public, cit. pág. 7 3 ) . De este modo, pues, y a pesar de su conocida con­
cepción «contractualista» de las organizaciones internacionales, la doctrina 
soviética predominante se opone a esta tesis negativa: «les traites des or­
ganisations internationales intergouvernamentales sont de nature interna­
tionale. Les normes qu'ils établlssent relévent done du droit international». 
(Ibid. pág. 7 4 ) . 

7 8 . En este sentido, por ej., LAUTERPACHT, en su informe sobre el «De­
recho de los Tratados» á la Comisión de Derecho Internacional (Doc. AC/CN. 
4 / 6 3 , pág. 1 5 4 ) . Es cierto que en los textos constitutivos de las organizacio­
nes internacionales no es cláusula habitual la que les venga a atribuir de 
modo expreso esa «personalidad internacional». Falta en algunos relativos a 
las más importantes (vgr. no hay un precepto en tal sentido en la Carta de 
la O.N.U.). Sí, en cambio, en otros: de acuerdo con el art. VI-2.° del tratado 
constitutivo de la CECA «Dans les relations internationales, la Communauté 
jouit de la capacité juridique necessaire pour exercer ses fonctions et attein-
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se deriva de la voluntad, explícitamente manifestada, de los 
Estados fundadores de las mismas. Tal ocurre, en efecto, cuan­
do el texto constitutivo de la organización le atr ibuye a ésta el 
ius contrahendi19. En fin, las organizaciones internacionales 
pueden —e, incluso, deben— concertar t ra tados para el ade­
cuado cumplimiento de sus fines. En este sentido, se ha seña­
lado que dicha capacidad constituye una de las competencias 
implícitas de aquéllas; lo que significa, al cabo, que les ha 
sido atr ibuida implícitamente por la voluntad común de sus 
Estados fundadores 8 0 . 

Como se ha apuntado por numerosas interpretaciones doc­
trinales, son muchos y muy diferentes los t ra tados que pueden 
concluir —y de hecho concluyen— las organizaciones interna­
cionales. En términos generales, cabe señalar aquí las siguientes 
amplias especies: 1) t ra tados o acuerdos que tienen por objeto 
fijar el s tatus jurídico de la misma organización; 2) t ra tados o 
acuerdos que celebran las organizaciones internacionales a los 
efectos de cumplir sus objetivos o finalidades; y 3) t ra tados 

dre ses buts». De cualquier forma, reconocida a las organizaciones interna­
cionales esa condición de sujetos del ordenamiento internacional, se hace 
derivar de la misma su capacidad funcional para concluir tratados. Cf., em­
pero, SOCINI, op. cit., pág. 1 2 5 : «Ma se la facolta di concludere accordi in-
ternazionali é una delle manifestazioni della personalitá di diritto internazio­
nale non é tuttavia la conseguenza necessaria». 

7 9 . Es muy frecuente que los textos constitutivos de las organizaciones 
internacionales atribuyan a éstas, de algún modo, esta competencia para 
concertar tratados. Así: en la Carta de las Naciones Unidas, art. 4 3 - 1 . ° ; art. 
6 3 , 1.° y, en relación con éste, art. 5 7 , 1.°; art. 7 7 , 2 ; arts. 8 3 - 1 . ° , 8 5 - 1 . » , 1 0 5 , 
3.° . En el Estatuto del Consejo de Europa, art. 4 0 , b. En la Constitución de 
la UNESCO, arts. X y XI. En la Constitución de la OACI, arts. 6 9 y 7 0 . En 
el texto institutivo de la FAO, art. 1 2 . En el de la O.M.M., arts. 2 4 y 2 5 . En 
el Tratado institutivo de la C.E.E., art. I l l , 2 .° , 1 1 3 , 1 1 4 , 2 2 8 . En el de la 
EAUBATOM, arts. 1 0 1 y 2 0 6 . En el de la OCDE, art. 5 , etc. Debe adver­
tirse que estas competencias «explícitas» en orden a la conclusión de tra­
tados son de relativo y limitado alcance. 

8 0 . Cf. ROSENNE: «United Nations Treaty Practice», en R . des C , 1 9 5 4 -
II, pág. 2 9 6 . PARRY: The Treaty Making Power of the United Nations, cit., 
pág. 1 1 5 . Según éste «Its treaty-making power is to be deduced, if at all, 
not from the mere fact of its 'personality', but from evidence pointing to 
its having that sort of personality which involves capacity to make treaties» 
(Ibid., pág. 1 1 0 ) . Según Socini «La creazione di un nuovo soggetto di diritto 
internazionale dotato di jus contrahendi é un fatto produttivo di effetti giu-
ridici erga omnes. Di conseguenza esso esplica i suoi effetti anche nei con-
fronti degli Stati non Membri: liberissimi questi di non concludere accordi 
con una Organizzazzione cui sonó stranei ma non di contestare la facoltá 
di concludere con altri análogamente a quanto avviene per gli Stati non 
reconosciuti» (op. cit., pág. 1 4 5 ) . De un modo general, esta tesis a favor de 
la existencia de una competencia implícita de las organizaciones internacio­
nales para concluir tratados se justifica «funcionalmente», en la línea sen­
tada por el Tribunal Internacional de Justicia en su Dictamen de 4 de abril 
de 1 9 4 9 (Cf. V.I.J. Recueil, 1 9 4 9 , pág. 1 8 8 ) . 
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o acuerdos de coordinación con otras organizaciones, organis­
mos u órganos internacionales 8 1 . 

Es cuestión todavía en debate la relativa a cuáles sean los 
principios y normas aplicables a esta especie de t ra tados. De 
cualquier forma, aun reconociendo las part icularidades que, 
lógicamente, tiene que acusar el régimen de los mismos cuando 
figuren como partes las organizaciones internacionales 8 2 , está 
fuera de toda duda en el momento actual la posibilidad, reali­
dad y creciente importancia de la acción normativo-convencional 
de aquéllas. Muy ilustrativo es, al respecto, el t ra tamiento dado 
a la cuestión en el proceso codificador del derecho de los 
t ra tados . 

Como es bien sabido, la Comisión de Derecho Internacio­
nal de las Naciones Unidas incluyó, desde el pr imer momento, 
el derecho de los tratados entre las materias consideradas como 
adecuadas para ser codificadas 8 3 . Los distintos Relatores espe­
ciales que intervinieron en dicha tarea (Brierly, Lauterpacht, 
Fitzmaurice, Waldock) abordaron el tema comprendiendo en el 
mismo los t ra tados celebrados por las organizaciones interna­
cionales 8 4 . Sólo en una fase ya muy avanzada de los trabajos de 

8 1 . Cf. ZEMANEK, op. cit., págs. 4 7 y ss. Más analíticamente: SOCINI, 
op. cit., págs. 8 3 y ss. 

8 2 . Cf. J . HÜBER: Le droit de conclure des traites internationaux, Lau­
sanne, 1 9 5 1 , págs. 1 3 5 - 1 3 6 . Una actitud negativa mantiene, a pesar de to­
do: QUADRI: Diritto internazionale pubblico, 5." ed. Napoli, 1 9 6 8 , págs. 5 4 0 -
5 4 2 . Siguen esta opinión, en línea de «escuela»: B . CONFORTI: Commentario 
CEE, t. I I I , Milano, 1 9 6 5 , págs. 1 4 9 8 - 1 4 9 9 y, aunque más evasivamente: 
FERRARI BRAVO: Diritto internazionale e diritto interno nella stipulazione 
dei trattati, Napoli, 1 9 6 4 , págs. 2 6 - 3 9 . En cambio, en la doctrina soviética 
para T U N K I N : «L'analyse des traites des organisations internationales mon-
tre qu'á l'exception d'un petit nombre d'entre eux traitant de questions éco-
nomiques, ils se rapportent tous au domaine du droit international... C'est 
ainsi que les traites des organisations internationales sont de nature inter-
nationale. Les normes qu'ils établissent relévent done du droit international. 
Cependant l'originalité des organisations internationales en tant que sujets 
de droit international ne peut de retentir sur les conventions auxquelles elles 
sont parties» (G. T U N K I N : Droit international public, Problémes théoriques, 
Paris, 1 9 6 5 , págs. 7 3 - 7 4 ) . 

8 3 . Cf. U.N. A / C N . 4 / 1 , de 5 de nov. 1 9 4 8 . 
8 4 . Así, en el «Proyecto» BRIERLY el art. 3.° disponía: «All States and 

international organizations have capacity to make treaties, but the capacity 
of some State or organizations to enter into certains treaties may be li­
mited*. Y en el «comentario» añadía: «Aunque la fuente primera de esta 
capacidad está en el texto constitutivo mismo de las organizaciones, aquélla 
puede manifestarse con mayor amplitud, si bien «is clear that inherent 
treaty-making capacity of international organizations, which thus exists 
is confined to capacity to make treaties compatible with the letter and 
spirit of their several constitutions (Doc. A/CN.if/23, Yearbook of Inter­
national Law Commission, 1 9 5 0 - 1 1 , pág. 2 2 3 ) . Por su parte en el de LAU­
TERPACHT el art. 1." establecía que «Treaties are agreements between States 
including organizations of States intended to create legal rights and obli-
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la Comisión, decidió ésta l imitar su proyecto a los t ra tados 
entre Estados, y ello porque «los t ra tados concertados por orga­
nizaciones internacionales tienen muchas características espe­
ciales, y se ha considerado que si se in tentara incluir disposi­
ciones satisfactorias sobre esos t ra tados , se complicaría y retra­
saría excesivamente la preparación del proyecto presentado» 8 5 . 
Sin embargo, en los inicios de los debates tenidos en la Confe­
rencia de Viena, la delegación norteamericana presentó una 
enmienda al art . 1° del proyecto en el sentido de dar cabida 
en la futura convención a los t ra tados concluidos por las orga­
nizaciones internacionales 8 6 . Al cabo, la disparidad de opiniones 
expresadas en relación con tal enmienda 8 7 se canceló con su 
ret irada por par te de los EE. UU. y la propuesta sueca «d'inviter 
le Comité de redaction á élaborer le texte d'un projet de reso­
lution recommandant á l'Assemblée genérale de charger la Com­
mission du droit international d etudier la question des traites 
conclus entre Etats et organisations internaionales ou entre 
deux ou plusieurs organisations internationales» 8 8 . Y, efectiva­
mente: la Conferencia, entre otras, aprobó una Resolución rela­
tiva al artículo 1° de la Convención de Viena sobre el derecho 
de los tratados. En la misma se decía: 

«La Conferencia de las N, U. sobre el derecho de los 
t ra tados 

gations of the parties» (Doc. A/CN4/63, Yearbook IhC, 1953, II, pág. 90). 
En el art. 10 de este mismo proyecto, empero, se aludía expresamente a las 
«international limitations* de las organizaciones internaciones «to conclude 
treaties* (Ibid. pág. 137). En el «Código» preparado por FITZMAURICE, el 
texto correspondiente al art. 1-3." decía así: «The provisions of the present 
Code relating to the powers, faculties, rights and obligations of States re­
latives to treaties, are applicable mutatis mutandis to international orga­
nizations and to treaties made between then, or between one of then and a 
State unless contrary is indicated or results necessarily from the context* 
(Doc. A/CN4101, IILC, 1956, II, pág. 107). 

85. Cf. Doc. A / 6 3 0 9 / R Rev. 1, Anuario de la Comisión de Derecho In­
ternacional, II, pág. 206. 

86. Cf. Doc. A/CONF. 39/C. 1. En expresión del texto de esta enmienda, 
la exclusión del ámbito del Convenio de los tratados concluidos por las or­
ganizaciones internacionales no tenía en cuenta la evolución del derecho in­
ternacional a lo largo del siglo xix, ni el crecimiento de la actividad de las 
mismas, que tienen generalmente capacidad para concluir acuerdos. Se 
añadía que «el hecho de excluir a las organizaciones internacionales del 
campo de aplicación de la convención crearía graves problemas en el futuro» 
(Cf. intervención del delegado norteamericano KEARNEY en Doc. A/CONF. 
39/11, CONFERENCE DES NATIONS U N I E S SUR LE DROIT DES TRAITES, Premiere 
session, Vienne, 26 mars-24 mai 1968, Document Officiels, Comptes rendus 
analytiques, pág. 13). 

87. Ibid., e spec , págs. 14r-22. 
88. Ibid., pág. 22, n.° 66. 
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Tomando nota de que el proyecto de artículos de la 
Comisión concierne únicamente a los t ra tados celebrados 
entre Estados, 

Reconociendo la importancia de la cuestión de los 
t ra tados celebrados entre Estados y organizaciones inter­
nacionales o entre dos o más organismos internacio­
nales, 

Impuesta de las diversas prácticas de las organiza­
ciones internacionales al respecto, y 

Deseosa de lograr que la vasta experiencia de las 
organizaciones internacionales en la mater ia sea aprove­
chada lo mejor posible, 

Recomienda a la Asamblea General de las Naciones 
Unidas que encargue a la Comisión de Derecho Interna­
cional el estudio, en consulta con las organizaciones 
internacionales principales, de la cuestión de los trata­
dos celebrados entre Estados y organizaciones interna­
cionales o entre dos o más organizaciones internacio­
nales» 8 9 . 

La Asamblea General de la ONU, por su Res. 2501 (XXIV), 
de 12 de noviembre de 1969, recomendó a la Comisión de 
Derecho Internacional «d'étudier la question des traites conclus 
entre les Eta t s et les organisations internationales et les orga­
nisations internationales entre elles, en tant que question im­
portante»90. Aunque los trabajos de la Comisión sobre este punto 
se hallan todavía en una fase preliminar 9 1 , es opor tuno aquí 
recoger la idea general sentada por Reuter, Relator especial, 
sobre esta materia: 

8 9 . Cf. Acta Final de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el 
Derecho de los Tratados (A/CONF. 39/26, págs. 9 - 1 0 ) . 

9 0 . Cf. Doc. A / 7 7 4 6 , págs. 1 0 9 , 1 1 5 . Anuario de la Comisión de Derecho 
Internacional, 1 9 7 1 , II, 2.» Parte, pág. 6 0 . 

9 1 . En su período de sesiones de 1 9 7 0 , la Comisión incluyó esta cuestión 
en su programa general de trabajo y creó una subcomisión para que estu­
diara los problemas preliminares que planteaba el estudio del tema. El In­
forme de la Subcomisión, aprobado por la Comisión, solicitó de la Secre­
taría General de las Naciones Unidas que emprendiera la preparación de una 
documentación previa, en especial acerca de la práctica de las organizaciones 
internacionales en la materia (Cf. Doc. A/8010/rev. 1, en Anuario de la 
CDI, 1 9 7 0 , II, pág. 3 3 5 ) . A la vez, se pidió al Presidente de la Subcomisión 
REUTER que enviara un cuestionario sobre los modos de tratar el tema y su 
amplitud (Cf. ACDI, 1 9 7 1 , cit., págs. 1 9 8 y ss.) . Nombrado el Prof. Reuter 
«Relator especial», éste ha presentado dos informes (Docs. A/CN. 4/258 y 
A/CN. lf/211), que la Comisión ha comenzado a estudiar (Cf. ACDI, 173, 
I, págs. 1 9 6 y ss.) . 
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<:It is essential and universally accepted that there 
should be some rules of international law which are the 
same por all States. The same should be t rue of interna­
tional organizations. Each international organization has 
of course a law of its own, which is founded on a consti­
tuent charter and on all the law deriving therefrom; bu t 
it is inconceivable that the relations of international 
organizations with each other or wi th third States should 
be subject to the law peculiar to any one of them. Such 
relations must be governed by general rules formating 
par t of general international law» 9 2 . 

No es posible en este t rabajo profundizar sobre el tema. 
Lo dicho hasta aquí, empero, permi te dejar sólidamente funda­
mentadas estas tres afirmaciones: 1.a) la competencia recono­
cida con carácter general a las organizaciones internacionales 
para desarrollar una actividad normativo-convencional. 2. a) la 
importancia adquir ida actualmente po r tal t ipo de actividad. 
Y 3.a) la peculiaridad específica apor tada por la misma al régi­
men genérico del derecho de los t ra tados . 

16. b) Otro tipo de acción normativa de carácter directo 
heterónomo es el que cumplen las organizaciones interguberna­
mentales al part icipar en el proceso de creación de normas in­
ternacionales de carácter consuetudinario. Al igual que ocurre 
en el plano de los t ratados, también en este punto conviene no 
confundir la intervención indirecta o mediata de las organiza­
ciones en el mecanismo nomogenético de la cos tumbre 9 3 con 
éste, específicamente diferenciado, en el que, en base a la compe­
tencia normativa, o cuasi-normativa que poseen, aquéllas parti­
cipan en la formación e integración de reglas consuetudinarias 
«relevant du droit interne des organisations internationales, 
mais aussi á la formation du droit coutumier general» 9 4 . Al cabo, 
esta intervención directa no es sino una consecuencia más de 
su condición de sujetos de derecho internacional que las mis­
mas ostentan. 

9 2 . Cf. «The Twenty-Fifth Session of the International Law Commis­
sion* en American Journal of International Law, 6 8 ( 1 9 7 4 ) , págs. 4 5 4 y ss. 

9 3 . Cf. n.» 1 4 . 
9 4 . Di QUAL, op. cit., pág. 2 4 9 . «Les organisations internationales peu­

vent intervenir comme personnes du milieu international dans deux domaines 
différents: elles contribuent avant tout á la formation des coutumes rele­
vant du droit interne des organisations. Elles ont aussi un r61e non négli-
geable dans la creation du droit international general» (BENAR-DEHAUSSY: 
«La coutume» i en Juris-classeur de Droit international, Fac. 1 3 - B , n.° 1 8 ) . 
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Varios factores contribuyen a est imular y caracterizar pe-
culiarmente esta dimensión concreta de la acción normativa de 
las organizaciones internacionales. 

De un lado, es cierto que la base de acción de las organi­
zaciones se encuentra nuclearmente en su texto constitutivo. 
Pero éste, en su aplicación práctica presenta constantes exigen­
cias de desarrollo, cuando no impone —lo que también es muy 
frecuente— la cobertura de lagunas e insuficiencias. Al lado de 
unas normas escritas 9 5 , las organizaciones internacionales llegan 
a configurar a través de una práctica rápidamente consolidada, 
un verdadero derecho de clara nomogénesis consuetudinaria. 
Tal es, en este sentido, la idea mantenida, hace ya años, por 
Kopelmanas. A par t i r de la distinción entre órganos dotados 
de una competencia normativa legislativa («Collective interna­
tional organs wi th a law making authority*) órganos con com­
petencias básicamente ejecutivas («Collective organs with go­
vernmental or executive autohority») y órganos propiamente 
jurisdiccionales («International Courts»), Kopelmanas entiende 
que los primeros, por la repetición de actos de la misma natu­
raleza, llegan a desarrollar «ex novo» su competencia legisla­
tiva, esto es, crean un «derecho consuetudinario» 9 6 . Y por su 
parte , los órganos de carácter básicamente ejecutivo, operan 
ampliando («extra legem») disposiciones escri tas 9 7 y en ocasio­
nes rectificando («contra legem») ot ras de análoga naturaleza, 
incardinadas en sus propios textos constitutivos. A este respec­
to, es muy significativo lo ocurr ido con el art . 27-3.° de la Carta 
de las Naciones Unidas. 

Como es bien sabido, consagra dicha disposición la l lamada 
regla del veto al establecer que «las decisiones del Consejo de 
Seguridad sobre todas las demás cuestiones (es decir las que 
no sean de procedimiento) serán tomadas por el voto afirma­
tivo de nueve miembros, incluso los votos afirmativos de todos 
los miembros permanentes». Resulta, sin embargo, que, a pesar 
de lo así dispuesto en el texto constitucional de la Organiza­
ción, una práctica que se remonta a los años 50 ha sustituido 
tal precepto por otro no escrito, por vir tud del cual bas ta la 
mayoría de votos afirmativos, aunque no estén incluidos entre 
éstos algunos o alguno de los correspondientes a los miembros 

9 5 . Se trata de las que configuran el llamado «derecho interno» de las 
organizaciones internacionales, al que se hará referencia más adelante. 

9 6 . KOPELMANS: «Custom as a mean of creation of international law», 
en British Yearbook of International Law, 1 9 3 7 , págs. 1 2 7 y ss. 

9 7 . En tales casos lo que se opera, en último término, es una interpre­
tación del texto constitutivo de la Organización. 
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permanentes si éstos, que no han votado afirmativamente, tam­
poco han votado negativamente, es decir, si se han abstenido. 
Al precepto escrito, pues, le ha desplazado una regla nacida 
de una práctica que tiene todos los visos de conformar una 
norma consuetudinaria. El Tribunal Internacional de Justicia, 
recientemente, ha confirmado la opinión en tal sentido mante­
nida hace ya mucho y por muchos. Rechazando la alegación de 
la Unión Sudafricana, que negaba la validez de la Res. del C. de 
Seguridad 276 (1970), por haberse abstenido dos miembros per­
manentes (Francia y Gran Bretaña) , el Tribunal en su Dictamen 
del 21 de junio de 1971, formuló esta conclusión: 

«les debats qui se déroulent au Conseil de sécurité 
depuis de longues années prouvent abondamment que la 
pratique de l 'abstention volontaire d 'un membre perma­
nent a toujours et uniformément été interprétée á en 
juger d'aprés les decisions de la présidence et les posi­
tions prises par les membres du Conseil en particulier 
par les membres permanents , comme ne faisant pas obs­
tacle á l 'adoption des resolutions. . . La procedure suivie 
par le Conseil de sécurité est demeuré inchangée, a été 
généralment accepté pa r les Membres des Nations Unies 
et constitue le preuve d'une pratique genérale de l'Orga-
nisation»91 

Es cierto que en el pasaje t ranscri to no se habla li teralmente 
de «costumbre» o «regla consuetudinaria» 9 9 ; pero su dialéctica 
describe exhaustiva y ní t idamente todos y cada uno de los ele-

98. C.I.J. Consequences juridiques pour les Etats de la presence conti­
nue de l'Afrique du Sud en Namibie (Sud-Ouest Africain), nonostant la re­
sol. 276 (1970) du Conseil de Sécurité, Avis Consultatif du 21 juin 1971, Re-
cueil, 1971, pág. 22. 

99. Se ha dicho que si el Tribunal hubiera considerado «que la pratique 
était contraire á l'article 27, mais qu'elle constituait une coutume modifi-
catrice, elle l'eút dit expressement» (Cf. J. P. JACQUE: « L ' avis de la Cour 
International de Justice du 21 juin 1971», en Revue genérale de droit inter­
national public, 76 (1972), pág. 1064). Por lo demás, basta considerar las 
opiniones emitidas a propósito de esta cuestión por varios Jueces para que 
quede corroborada la tesis de que. sin decirlo expresamente, en tal práctica 
el Tribunal ha visto una regla consuetudinaria. Así, cf. la «Opinión indivi­
dual» de F. DE CASTRO (Ibid., pág. 183). Un antiguo "Juez del Tribunal, Bus-
TAMANTE, a propósito de esta cuestión, señaló claramente que «il est deja 
bien connu qu'un amendement coutumier de la Charte est intervenu dans la 
pratique du Conseil de sécurité, en ce sens que l'abstention d'un Membre 
permanente present á la séance n'est pas asslmilée á l'exercise du droit de 
veto» (Op. dis. C.I.J., Recueil, 1962, pág. 29). También por medio de una 
práctica consuetudinaria la Asamblea de la Sociedad de Naciones corrigió 
el sentido literal del art. XI del Pacto. Cf. KOPELMANAS, op. cit., pág. 140. 
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mentos y circunstancias que integran el proceso creador de una 
regla consuetudinaria 1 0 0 . Y por lo que hace a la opinio iuris es 
obvio que, en cuanto los miembros del Consejo de Seguridad, 
en todos los casos, han tenido que ser conscientes de que esta­
ban adoptando una Resolución y que ésta, en tales términos de 
votación, era válida, ¿cabe de algún modo discutir su existencia? 

Desde otro punto de vista, la actividad de las organizaciones 
internacionales, en cuanto sujetos de derecho internacional, pue­
de incardinarse en otros tipos o modos odjetivos de creación 
consuetudinaria. Tal puede ocurrir , por ejemplo, por medio de 
su frecuente e intensa acción convencional. Dado que los t ra tados 
constituyen precedentes operativos que pueden llegar a confi­
gurar el elemento material de una regla consuetudinaria, hay que 
admit ir que ciertas especies de convenios concluidos por las orga­
nizaciones internacionales, numerosos cuanti tat ivamente y con 
estipulaciones cualitativamente idénticas, pueden configurar al 
cabo normas consuetudinarias 1 0 1 . Del mismo modo, en casos en 
los que la acción normativa de las organizaciones se configura, 
en principio como mediata 1 0 2 , luego, a par t i r de la conformación 
de una praxis complementaria o innovadora, puede llegar a con­
vertirse, en determinados puntos o aspectos, en una acción crea­
dora de reglas consuetudinarias 1 0 3 . 

La evidente idoneidad de las organizaciones internacionales 
para crear normas de naturaleza consuetudinaria, presenta ot ra 
faceta de considerable interés. Como se verá en las páginas pró­
ximas, es esta especie de capacidad normat iva la que puede 
potenciar el grado de obligatoriedad atribuible a sus propias 
resoluciones 1 0 4 . 

I V 

17. La actividad de las organizaciones internacionales se 
manifiesta pr imordialmente por medio de la adopción de reso­
luciones, resultado del ejercicio de las competencias que tienen 
atr ibuidas por sus respectivos textos constitucionales. El diver-

1 0 0 . Cf. STAVROPOULOS: «The Practice of Voluntary Abstentions by Per­
manent Members of the Security Council under Article 2 7 , Paragraph 3 of 
the Charter of the United Nations», American Journal of International Law, 
6 1 ( 1 9 6 7 ) , págs. 7 3 7 y ss. 

1 0 1 . Así, típicamente, los llamados «acuerdos de sede» concluidos entre 
organizaciones internacionales y Estados. 

1 0 2 . Cf. supra, n.° 1 3 . 
1 0 3 . Cf. B E N A R - D E H A U S S Y : op. cit., n,° 1 9 . 
1 0 4 . Cf. infra. 
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so sentido y alcance de éstos, en función de la misma variedad 
de las organizaciones en cuanto a sus funciones y a sus fines, 
no permite hablar de formas de modelos genéricos, válidos 
para todas ellas. Cada organización internacional tiene su pro­
pio cuadro de competencias, de tal forma que las resoluciones 
que pueden tomar no responden a una tipología genérica, sino 
claramente específica y propia. Por otra parte , incluso en el 
mismo ámbito de cada organización, tales resoluciones son dis­
t intas según los casos y los órganos competentes para formu­
larlas. La nomenclatura en que se diversifica esa noción gené­
rica de «resolución» demuestra expresivamente tal variedad 
(decisiones, recomendaciones, directivas, declaraciones, regla­
mentos, etc.). 

Desde el punto de vista del presente estudio, lo que interesa 
es ver hasta qué punto tales decisiones, o alguna o algunas de 
sus modalidades, configuran procedimientos nuevos y genuinos 
de creación de normas, es decir si cabe considerarlas como una 
fuente distinta de preceptos internacionales 1 0 5 . 

Así planteada, la cuestión impone una serie de puntualiza-
ciones previas. 

La pr imera es, evidentemente, la de determinar el grado 
de obligatoriedad que tienen (o pueden tener) las decisiones 
de las organizaciones internacionales. Sólo aquellas que real­
mente sean jur ídicamente obligatorias podrán, en su caso, pre­
sentarse como fuente de normas. Ahora bien, dada esa amplia 
variedad de especies de resoluciones existentes, esta verifica­
ción deberá hacerse analí t icamente 1 0 6 . 

El segundo problema implicado en tal cuestión es el refe­
rente a la autonomía de decisión de las organizaciones interna­
cionales: ¿tienen éstas una capacidad de decisión propia? 

Si desde el punto de vista dogmático, el principio de la 
personalidad o subjetividad de las organizaciones lleva, conse-

1 0 5 . Castañeda explica lo controvertido de esta cuestión señalando que 
«la diversidad de las resoluciones y su valor jurídico desigual ha dificultado 
su apreciación como fuente de Derecho internacional. Como suele observarse, 
las resoluciones de los organismos internacionales no figuran como categoría 
separada entre las fuentes que enumera el art. 38 del Estatuto de la Corte 
Internacional de Justicia. Aparte la razón que se invoca con más frecuencia, 
esto es, la renuncia de los autores del Estatuto, en 1 9 2 0 , para otorgar a la 
Corte un poder amplio de interpretación y apreciación que pudiera significar 
una capacidad legislativa, es seguro que la dificultad apuntada (ausencia 
de un valor jurídico uniforme) contribuyó también a que no se reconociera 
a las resoluciones el carácter de fuente de derecho, sobre todo cuando se 
revisó el Estatuto de la Corte en 1 9 4 5 » (Cf. J. CASTAÑEDA: Valor jurídico de 
las resoluciones de las Naciones Unidas, México, 1 9 6 7 , pág. 2 ) . 

1 0 6 . Cf. infra. 
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Guentemente, a la afirmación de tal autonomía, efectivamente la 
virtualidad que dicha voluntad diferenciada, atribuible a las 
mismas, depende del procedimiento de acuerdo con el cual se 
forme dicha voluntad. En este sentido, la autonomía de deci­
sión de las organizaciones internacionales exige como condi­
ción previa el funcionamiento del criterio decisorio mayori-
tario 1 0 7 . Sólo si son el resultado de éste, dice Dahm se configuran 
los actos de las organizaciones internacionales como verda­
deros Gesemkte, es decir, como actos orgánicos 1 0 8 . 

En fin, la posible virtualidad nomogenética propia de las 
organizaciones internacionales se halla condicionada por la sig­
nificación que se le dé al término «norma». En principio, el 
concepto de ésta sugiere un cierto grado de generalidad. Sin 
embargo, es bien sabido que las decisiones de las organizacio­
nes internacionales se refieren, en buena parte , a situaciones 
concretas: ¿significa esto que tal t ipo de decisiones indepen­
dientemente del calibre de su obligatoriedad, no pueden en nin­
gún caso configurarse como verdaderas normas internacionales? 

Como ha dicho acertadamente Sorensen, la delimitación 
entre las normas generales y las directivas concretas no se 
presenta siempre con absoluta nitidez. A menudo, un órgano 
internacional puede, manifestándose decisoriamente sobre un 
caso concreto, establecer nuevas directivas aplicables potencial-
mente a futuras situaciones jurídicas 1 0 9 ; también se ha manifes­
tado en este sentido Viral ly 1 1 0 . Por nuestra par te creemos, 
efectivamente, que el término «norma» puede aquí utilizarse con 
sentido amplio, esto es, debe hacerse depender el alcance nomo-
genético de las decisiones más de su fuerza obligatoria que de 
su ámbito de aplicación. 

18. a) Toda una serie de decisiones de las organizaciones 
internacionales, numerosas y de naturaleza diversa, han venido 
a configurar lo que se denomina el derecho interno o propio 
de aquéllas. Se t ra ta de resoluciones que tienen por objeto regu-

1 0 7 . Para un enfoque en este sentido: MIAJA DE LA MUELA: Introducción 
al Derecho internacional público, 6 . A ed. Madrid, 1 9 7 4 , págs. 1 9 6 y ss. Tam­
bién: TAMMES: «Decisions of international organs as a source of interna­
tional law», en R. des C , 1 9 5 8 - 1 1 , págs. 2 8 5 y ss. CARRILLO SALCEDO: «Mayo­
ría y acuerdo general en el desarrollo progresivo del derecho internacional», 
en REDI, X X , ( 1 9 6 7 ) , págs. 3 y ss. 

1 0 8 . D A H M : Vólkerrecht, I, Sttutgart, 1 9 5 8 , págs. 2 5 y ss. En análogo 
sentido, QUADRI: Diritto internazionale, cit., pág. 1 8 3 . 

1 0 9 . SORENSEN: «Principes de droit international public», en R. des C , 
t. 1 0 1 . 1 9 6 0 - I I I , págs. 1 0 7 - 1 0 8 . REUTER, en R. des C , t. 1 0 3 , 1 9 6 1 - I I , pág. 5 8 0 . 

1 1 0 . VIRALLY: Manual de Derecho internacional piíblico, editado por 
M. Sorensen, México, 1 9 7 3 , pág. 1 5 2 . 
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lar el funcionamiento interno de la respectiva organización 
y determinar las relaciones de ésta con el exterior 1 1 1 . De modo 
general, tales decisiones son el resultado del ejercicio de compe­
tencias expresamente previstas en el texto constitutivo corres­
pondiente. Así, la Carta de las N. U. faculta a sus órganos prin­
cipales para que establezcan su propio reglamento interior, lo 
que han hecho por medio de la adopción de específicas reso­
luciones 1 1 2 . Otras han dado lugar a la creación de órganos subsi­
diarios 1 1 3 . También se incluyen en esta categoría las decisiones 
que fijan las reglas relativas a las relaciones entre la organiza­
ción y sus funcionarios" 4 , las que regulan las relaciones entre 
sus distintos órganos" 5 , las l lamadas resoluciones presupuesta­
rias, etc. En el ámbito de las organizaciones europeas, se en­
tiende que configuran también su respectivo derecho^ interno 
las decisiones que, sobre la base de determinadas disposiciones 
previstas en sus respectivos textos constitutivos, tienen por obje­
to «determiner le comportement des Etats membres en vue de 
la realisation des buts pour les quels l 'organisation a été 
créée» 1 1 6. 

Todas estas resoluciones dan lugar a normas obligatorias 
bien para los órganos de la organización, bien para sus Estados 
miembros, o para unos y otros conjuntamente 1 1 7 . ¿Cabe preten­
der, pues, que estas decisiones conforman un mecanismo nomo-
genético propio, es decir, un procedimiento creador de normas 
distinto de los admitidos tradicionalmente? 

No hay acuerdo doctrinal sobre la naturaleza de este dere­
cho interno de las organizaciones internacionales. Para unos, 
se t ra ta de un derecho autónomo, distinto tanto del derecho 
internacional como del derecho estatal 1 1 8 . Otra opinión entiende 

1 1 1 . Cf. CAHIER: «le droit interne des organisations internationales», en 
Bevue genérale de droit international public, 6 7 ( 1 9 6 3 ) , págs. 5 6 3 y ss. 
MERLE: «Le pouvoir réglementaire de les institutions internationales», en 
Annuaire francais de droit international, 4 ( 1 9 5 8 ) , págs. 3 4 1 y ss. L. FOC-
SANEANU: «Le droit interne de l'ONU», Ibid. 3 ( 1 9 5 7 ) , págs. 3 1 5 y ss. D E -
CLEVA: II diritto interno delle unioni internazionali, Padova, 1 9 6 2 . 

1 1 2 . Así, en relación con la Asamblea General, el art. 2 1 ; Consejo de 
Seguridad (art. 2 9 ) , ECOSOC, art. 7 2 , etc. 

1 1 3 . Asamblea General (art. 2 2 ) , O de S. (art. 2 9 ) . ECOSOC (art. 6 8 ) . 
1 1 4 . Así las resoluciones de la Asamblea General 5 9 0 (VI), de 2 de fe­

brero de 1 9 5 2 , 4 8 5 ( V ) , de 1 6 de noviembre 1 9 5 0 , etc. 
1 1 5 . Cf. A. G. Res. 1 7 4 (II), de 2 1 de nov. 1 9 4 7 , Res. 8 5 3 (IX), del 1 4 

diciembre de 1 9 5 4 . V . Di QUAL, cit., págs. 1 7 y ss. CASTAÑEDA, op. cit., págs. 
6 5 y ss. 

1 1 6 . CAHIER, op. cit., pág. 6 0 2 . 
1 1 7 . Según SLOAN, op. cit., pág. 4 . REUTER: «Principes», cit., pág. 5 2 9 . 

CAHIER, op. cit., pág. 5 8 7 . Di QUAL, op. cit., pág. 6 8 . SORENSEN, op. cit., pág. 9 3 . 
1 1 8 . Cf. FOCSANEANU, op. cit.: «les regles relatives au fonctionnement 
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que tales decisiones son la expresión de «le pouvoir normatif 
que l 'organisation exerce dans le domaine de sa vie interne 
pouvoir normatif qui se fonde nécessairement sur une interpre­
tat ion de la Charte» 1 1 9 . Para nosotros, en cuanto que aquéllas 
manifiestan la voluntad diferenciada de una organización dota­
da de personalidad internacional, se basan en su autonomía de 
decisión y se presentan como obligatorias, dichas resoluciones 
constituyen formas delimitadas de Derecho internacional par­
ticular. Nomogenéticamente, esto significa que cabe conside­
rarlas como procedimientos creadores de normas , procedimien­
tos que, si bien derivan su virtualidad, en úl t ima instancia, del 
texto constitutivo de la organización, sin embargo, tienen natu­
raleza propia 1 2 0 . 

19. b) El concepto de recomendación utilizado ya en algu­
nas conferencias diplomáticas anteriores a 1912, designa hoy 
una de las modalidades típicas de resolución de las organiza­
ciones internacionales. «In genere», la recomendación se pre­
senta como un tipo de decisión que no lleva implicada conmi­
nator iamente fuerza obligatoria. Virally la define como «invita­
tion á observer un comportement determiné» 1 2 1 . Aunque, como 
han demostrado Malintoppi y Sloan no hay en los textos cons­
titutivos de las organizaciones internacionales —y concreta­
mente en la Carta de la ONU— una delimitación precisa del 
concepto de «recomendación», es indudable que el sentido pre-
valente que debe atribuírsele es el de «invitación» 1 2 2. Como vere-

interne des organisations internationales ne peuvent étre rattachées, sans 
forcer les idees, au droit des gens interétatique... la notion élargie du droit 
international doit étre rejetée comme hybride et dépourvue d'unité. La con­
ception qui s'impose reste celle de l'autonomie du droit interne des orga­
nisations internationales» (pág. 3 2 4 ) . 

1 1 9 . P. DE VISSCHER: «Cours general de droit international public», en 
R. des C. t. 1 3 6 ( 1 9 7 2 - 1 1 ) , pág. 1 2 7 . 

1 2 0 . Cf. VALENTI: «L'evoluzione della potestá normativa degli enti in-
ternazionali», en Rivista trimestrale di diritto pubblicco, 1 9 6 1 , págs. 3 9 5 y ss. 

1 2 1 . Sobre el tema: SLOAN: The Binding Force of a «Recommendation» 
of the General Assembly of the UN», en British Year Book of International 
Law, 1 9 4 8 , págs. 1 y ss. JOHNSON: «The Effect of Resolutions of the General 
Assembly of the UN», Ibid. 1 9 5 5 - 5 6 , pág. 9 7 y ss. VIRALLY: «La valeur ju­
ridique des recommendations des organisations internationales», en Annuaire 
franeáis de droit international, 1 9 5 6 , págs. 6 6 y ss. MALINTOPPI: Le racom-
mandazioni internazionali, 1 9 5 8 . M . PANEBIANCO: «Raccomandazioni delle Na-
zioni Unite e liberta degli Stati», en Annuario di diritto internazionale, 1 9 6 6 , 
págs. 2 6 8 y ss. E. PÉREZ VERA: «Algunas consideraciones sobre el valor ju­
rídico de las resoluciones de la Asamblea General en el 2 6 . ° Aniversario de 
la ONU», en Boletín de la Universidad de Granada, Vol. V, 1 9 7 2 - 1 9 7 3 , págs. 
3 7 y ss. 

1 2 2 . MALINTOPPI, op. cit., págs. 2 5 y ss. SLOAN, op. cit., pág. 2 5 . CASTA­
ÑEDA, op. cit., pág. 9 . Para una clasificación de las recomendaciones cf. 
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mos más adelante, esta significación ya no resulta tan apropiada 
respecto de ciertos tipos de «recomendaciones» que pueden 
formular otras organizaciones internacionales. 

En el marco de la ONU, la Carta refiere la formulación de 
recomendaciones a tres de sus órganos: la Asamblea General, 
el Consejo de Seguridad y el Consejo Económico y Social. 

Por lo que se refiere a la Asamblea General, en principio 
puede afirmarse que están desprovistas de estricta fuerza jurí­
dica obligatoria 1 2 3 , lo cual, sin embargo, no debe interpretarse 
de un modo riguroso, ni tampoco con alcance absoluto. De un 
lado, resulta innegable la presencia en la misma de una cierta 
fuerza moral 1 2 4 , que Lauterpacht ha llegado a calificar como 
quasi-jurídica 1 2 5 y que otros la han entendido como esencial­
mente política 1 2 6 . En realidad hay que distinguir entre la falta 
de obligatoriedad jurídica que tienen, en principio, las reco­
mendaciones de la Asamblea General y la posibilidad de que 
ésta, en ciertos casos, «pour appliquer ou pour faire appliquer 

DUPUY, que las diferencia en tres grandes especies: a) las recomendaciones 
simples, que, desde un punto de vista jurídico estricto, no obligan a sus des­
tinatarios, pero tienen una fuerza política y moral no desdeñable, más fuerte 
si ha sido aprobada por una amplia mayoría, b) las recomendaciones con­
troladas, que implican un cierto elemento de obligatoriedad: por lo menos 
la de justificar o motivar su no cumplimiento (como son las del Comité de 
Ministros del Consejo de Europa). Y c) las recomendaciones de resultado 
(Comunidades Europeas), que vinculan a los Estados Miembros en cuanto 
al resultado a obtener, si bien dejan en libertad a aquéllos en cuanto a las 
formas y medios de conseguirlos»: D U P U Y : Le droit international, PUF. Pa­
ris, 1 9 6 3 , pág. 9 6 . 

1 2 3 . Un cumplido cuadro de las opiniones doctrinales en este sentido 
puede verse en Di QUAL, op. cit., págs. 1 0 9 y ss. También en PÉREZ VERA, 
op. cit., espec , págs. 4 1 y ss. 

1 2 4 . Cf. SLOAN, op. cit., págs. 2 1 y ss. 
1 2 5 . En opinión de este autor «Quelle que soit la teneur de la recom-

mandation, et quelles que soient la nature et les caractéristiques de la ma-
jorité qui l'a votée, elle n'en reste pas moins un acte juridique de l'organe 
principal des Nations Unies, que tous les membres de l'Organisation sont 
juridiquement tenus de considérer avec le respect qui est dü á une reso­
lution de l'Assemblée genérale. . . II serait tout á fait incompatible avec les 
principes d'une saine interpretation comme avec l'intérét international supé-
rieur qui n'est jaimais sans pertinence juridique, de minimiser la valeur des 
resolutions de l'Assemblée genérale.. . L'intérét international exige que l'on 
n'accorde pas d'appui judiciare, méme indirect, á une conception des reso­
lutions de l'Assemblée genérale qui les ferait considérer comme dénuées 
d'importance» (Cf. C.I.J. Recueil, 1 9 5 5 , págs. 1 2 0 - 1 2 2 ) . 

1 2 6 . Cf. JOHNSON, op. cit. En el mismo sentido se ha manifestado re­
cientemente S. BASTID: «Les recommandations ne sont pas obligatoires mais 
elles sont une portee politique— Lorsqu' une recommandation peut étre 
adoptée par un vote majoritaire, les Etats qui ont voté en faveur ne sont 
pas juridiquement lies, mais ils ne peuvent ultérieurement contester la com­
petence de l'organisation. La composition de la majorité a une influence sur 
la valeur politique de la recommandation» (Cf. Juris-Classeur de Droit In­
ternational, Fase. 1 1 2 , 9, 1 9 7 4 , n.° 4 5 ) . 
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ses resolutions non obligatoires», para lo que posee «d'une cer-
taine panoplie d'armes» 1 2 7 . Por o t ra parte , hay que señalar que, 
en ciertos casos, las recomendaciones de la Asamblea General 
pueden provocar ciertos efectos jurídicos, incluso implicar 
auténtica obligatoriedad jurídica 1 2 8 . En cualquier caso, y si des­
de el punto de vista nomogenético una conclusión negativa en 
principio se impone, no hay que desdeñar su posible virtuali­
dad en orden a la consecución de resultados efectivos. Como 
señala Ross, «no debe atr ibuirse demasiada importancia al 
hecho de que la Asamblea no pueda ir más allá del suave límite 
de la recomendación. Si las Naciones Unidas lograsen desarro­
llarse armoniosamente y consolidar su autonomía —escribía 
este autor muy al principio de la vida de aquéllas— esta limi­
tación no impediría a la Asamblea General ac tuar de acuerdo 
con el lema «suaviter in modo, fortiter in re» 1 2 9 . 

20. c) La «recomendación» es la forma típica en que cris­
taliza la capacidad decisoria de la Asamblea General de las 
Naciones Unidas. Ello significa, de acuerdo con lo que acaba 
de apuntarse que las resoluciones de dicho órgano no son, en 
principio, obligatorias 1 3 0 . 

Sin embargo, en los ya casi t reinta años que lleva de vida, 
la Asamblea General ha adoptado toda una serie de resolucio­
nes bajo la denominación genérica de declaraciones"1. En torno 

1 2 7 . Cf. Di QUAL: op. cit., págs. 1 5 3 y ss y las conclusiones de la pág. 1 3 4 . 
1 2 8 . Cf. FITZMAURICE: «The Law and procedure of International Court 

of Justice», en British Year Book of International Law, 1 9 5 8 , espec. págs. 
3 - 7 . VIRALLY: op. cit., págs. 7 4 t. y ss. 

1 2 9 . Cf. A. Ross: Constitución de las Naciones Unidas, Madrid, 1 9 5 4 , 
pág. 6 7 . 

1 3 0 . Cf., en este sentido, el detallado análisis hecho por FITZMAURICE 
en su Op. Dis. al Dictamen de 2 1 de junio de 1 9 7 1 (C.I.J. Recueil, 1 9 7 1 , págs. 
2 8 0 - 2 8 2 , nota 6 2 ) . 

1 3 1 . Asi, la Res. 95 (I), de 1 1 de diciembre de 1 9 4 6 , confirmando «Los 
Principios de Derecho Internacional reconocidos por el Estatuto del Tribunal 
de Nuremberg*. La Res. 96 (I), asimismo de 1 1 de diciembre de 1 9 4 6 , en la 
que se adoptó una «Declaración sobre el delito de genocidio». La Res. 217 
(III), de 1 0 de diciembre de 1 9 4 8 , que formuló la «Declaración Universal 
de los Derechos del Hombre». La Res. 260 (III), de 9 de diciembre de 1 9 4 8 , 
sobre la «Prevención y Sanción del delito de genocidio». La Res. 375 (IV), 
de 9 de diciembre de 1 9 4 9 , sobre un «Proyecto de Declaración de los Dere­
chos y Deberes de los Estados». La Res. 1386 (XIV), de 2 0 de noviembre de 
1 9 5 9 , que contiene una «Declaración de los derechos del niño». La Res. 1514 
(XV), de 1 4 de diciembre de 1 9 6 0 , en la que se contiene la celebérrima «De­
claración sobre la concesión de la independencia a los países y pueblos colo­
niales». La Res. 1653 (XVI), de 2 4 de noviembre de 1 9 6 1 , que formula una 
«Declaración sobre la prohibición del uso de las armas nucleares y termo­
nucleares». La Res. 1803 (XVII), de 1 4 de diciembre de 1 9 6 2 y 2158 (XXI), 
de 2 5 de noviembre de 1 9 6 6 , en relación con la «Soberanía permanente so-
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a las mismas se ha renovado la polémica doctrinal relativa a 
su valor y alcance jurídicos. 

Como expresivamente ha puesto de manifiesto Decleva, «le 
dichiarazioni di principi approvate dall'Assemblea delle Nazioni 
Unite appaiono in real ta come un fatto storicamente nuovo 
nell 'esperienza delle organizazioni internazionali e non trovano 
che qualche ra ro e formalmente poco significativo riscontro in 
al t re organizzazioni contemporánea» m . La cuestión de la natu­
raleza de estas «declaraciones» y —lo que aquí más interesa— 
su significación y trascendencia jurídicas, ha diversificado las 
opiniones doctrinales. El tema se ha resuelto linealmente por 
aquellos que, entendiendo que dichas «declaraciones» poseen 
formalmente la entidad de «recomendaciones», las consideran 
desprovistas de toda obligatoriedad jurídica 1 3 3 . Con un sentido 

bre los recursos naturales». La Res. 1904 (XVIII), de 2 0 de noviembre de 
1 9 6 3 , en la que se contiene una «Declaración de las Naciones Unidas sobre 
la eliminación de todas las formas de discriminación racial». La Res. 1962 
(XVIII), de 1 3 de diciembre de 1 9 6 3 , en la que se establece una «Declara­
ción sobre los principios jurídicos que deben regir las actividades de los Es­
tados en la exploración y utilización del espacio ultraterrestre». La Res. 1963 
(XVIII), de 1 3 de diciembre de 1 9 6 3 , sobre la «Cooperación internacional 
para el uso pacífico del espacio ultraterrestre». La Res. 2131 (XX), de 2 1 
de diciembre de 1 9 6 5 , en la que se contiene una «Declaración sobre la inad-
misibilidad de la intervención en los asuntos internos de los Estados y pro­
tección de su independencia y soberanía». La Res. 2625 (XXV), de 2 4 de 
octubre de 1 9 7 0 , que enuncia solemnemente una «Declaración sobre los prin­
cipios de Derecho internacional referentes a las relaciones de amistad y a 
la cooperación entre los Estados, de conformidad con la Carta de las Na­
ciones Unidas». La Res. 2124 (XXV), de 1 6 de diciembre de 1 9 7 0 , que for­
mula una «Declaración sobre el fortalecimiento de la seguridad interna­
cional», etc. 

1 3 2 . Cf. M . DECLEVA: «Le dichiarazioni di principi delle Nazioni Unite», 
en Annuario di diritto internazionale, 1 9 6 5 , pág. 6 5 . 

1 3 3 . Cf. SCHWARZENBERGER : «Report on selfdefence under the Charter 
of the United Nations and the use of prohibited eweapons», en Reports of 
the 50th Conference of International Law Association, pág. 2 2 6 . En tal sen­
tido se emitieron varias opiniones durante los trabajos preparatorios de las 
tantas veces citadas Res. 2158 (XXI) y, sobre todo, Res. 2615 (XXV). A pro­
pósito de esta última, cf. Docs. A / C . 6 / S R . 1 1 7 8 , 1 1 8 1 y 1 1 8 2 . En términos 
absolutos: ARANGIO-RUIZ, op. cit., espec. págs. 5 0 3 y ss. Los partidarios de 
esta concepción sobre el alcance jurídico de las «Declaraciones» formuladas 
por la Asamblea General —concepción que cabría denominar «minimalis­
ta»— suelen citar en su apoyo un «memorándum» elaborado por la Oficina 
de Asuntos Jurídicos de las N. U., relativo al uso de los términos «declara­
ción» y «recomendación» en la práctica de la ONU. De acuerdo con el mis­
mo, «en el ámbito de la Organización, una declaración es un instrumento 
formal y solemne, utilizado en las raras ocasiones en que se enuncian prin­
cipios de gran y transcendente importancia, como en el caso de la declara­
ción de los derechos del hombre. Una recomendación es menos formal. Fuera 
de la distinción que acaba de hacerse, no parece que pueda advertirse dife­
rencia alguna, desde el punto de vista estrictamente jurídico, entre una 
«recomendación» y una «declaración» en la práctica de las Naciones Unidas. 
Una declaración o una recomendación se adopta mediante una resolución de 
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diametralmente opuesto, una concepción «maximalista» ha visto 
en aquéllas o, por lo menos, en alguna especie de las mismas, 
la formulación de principios que «en "ant qu'expression du 
droit international*, se presentan «comme obligatoires pour les 
membres de la communauté internationale dans son ensem­
ble* 1 3 4 . 

No es fácil t ra ta r de fijar puntual izadamente el alcance 
jurídico de este tipo «diferenciado» de resoluciones de la Asam­
blea General. Ante todo, hay que tener en cuenta que no cabe 
establecer conclusiones de alcance general respecto de cualquier 
especie de «declaración». En efecto, pr imordialmente por su 
mismo contenido sustantivo, tales declaraciones varían entre 
sí sensiblemente. Algunas, como ya se ha señalado, pueden 
operar normat ivamente de un modo indirecto o mediato, esto 
es, obteniendo ellas mismas la concreción de normas consuetu­
dinarias —o de principios generales— ya existentes como dere­
cho no escrito 1 3 5 . En casos diferentes, sin embargo, esa preten­
sión puede ser innovadora. ¿Es posible en esta úl t ima hipótesis, 
ver en las «Declaraciones» una nueva modal idad de creación 
de reglas jurídicas internacionales? 

En principio, parece evidente que, consideradas en sí mis­
mas, estas «Declaraciones» no pueden llegar a imponer nuevas 
normas internacionales de naturaleza r igurosamente obligato-

un órgano de las Naciones Unidas y, en cuanto tal, no puede resultar obli­
gatoria para los Estados miembros, en el sentido en que un tratado o una 
convención deviene obligatoria para las partes, una resolución formulada 
con el nombre de «declaración» en lugar de llamarse «recomendación» (Cf. 
cit. B I N CHENG: «United Nations resolutions on outer space: 'Instant' inter­
national customary law?», en The Indian Journal of International Law, 
1 9 6 5 , págs. 2 3 y ss. Espec. pág. 3 1 ) . 

1 3 4 . En este sentido, y en relación con la Res. 2 6 2 5 ( X X V ) , SAHOVic: 
«Codlfication des principes», cit., pág. 2 5 3 . La tesis de este autor se basa, 
fundamentalmente, en las ideas siguientes: a) la Declaración contenida en 
dicha Resolución constituye «une interpretation détaillée des principes de 
la Charte en vue de contribuer á leur mise en oeuvre plus efficace dans la 
pratique actuelle des Etats». b) Para su formulación, se ha utilizado la téc­
nica y los métodos «du développement progressif et de la codification du 
droit international*. Y c) «la Declaration a été approuvée par consensus, á 
l'unanimité, au Comité special et á l'Assemblée genérale, et recommandée á 
tous les Etats, et non seulement aux membres des Nations Unies» (op. cit., 
págs. 2 5 2 - 2 5 3 ) . En definitiva, siempre según la concepción de este autor, 
«la Declaration a exprimé dans l'ensemble des énoncés des sept principes 
ees regles imperatives (jus cogens) du droit international contemporain qui 
ont une importance fondamentale pour le maintien de la paix et le déve­
loppement pacifique des relations et de la cooperation entre les Etats» (Ibid., 
pág. 3 0 7 ) . Para un análisis muy cuidado del valor jurídico atribuible a esta 
Res. Cf. E. PÉREZ VERA: Naciones Unidas y los principios de la coexistencia 
pacífica, Tecnos, Madrid, 1 9 7 3 , espec. págs. 8 9 y ss. Cf. asimismo, Op. Ind. 
de PADILLA ÑERVO, C.I.J., Becueil, 1 9 7 1 , pág. 1 1 5 . 

1 3 5 . Cf. supra, n.° 1 4 y notas 6 7 a 7 0 . 
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ría. Como, con indudable buen rigor jurídico, ha escrito Pérez 
Vera «(a propósi to de estas «Declaraciones») el pr imer dato 
que ha de tenerse presente es que nos movemos en un terreno 
pre o para jurídico, en el sentido de que, en las declaraciones 
aludidas, no se intenta establecer, modificar o confirmar nor­
mas de Derecho, sino antes bien señalar nuevos problemas o 
problemas clásicos que las actuales condiciones de vida pre­
sentan con nuevos perfiles y frente a los que la Organización 
todo lo más que puede hacer es indicar algunas grandes líneas 
de solución» 1 3 6 . Esto, al cabo, significa que no basta con la 
formulación de una «Declaración» para que, sin más, los pre­
ceptos o principios contenidos en la misma pasen a incorpo­
rarse al Derecho internacional positivo. 

De un modo concreto, sin embargo, la cuestión nos parece 
que no puede resolverse con tesis, más o menos dogmáticas, 
de carácter general 1 3 7 . El l lamado «Derecho de la descoloniza­
ción», por ejemplo, nos ofrece una muest ra reveladora. A par t i r 
de preceptos programáticos o de alcance jurídico evidentemen­
te indeterminado (Cf. en la Carta de la ONU: art . 1, 2.°, 55, 
73, b y 75, b), se ha llegado hoy a una cierta concreción norma­
tiva, de tal modo que, como advierte Virally, «on comprend, 
des lors, que las resolutions par lesquelles l'Assemblée genérale 
proclame certains principes ou certains regles, puissent jouer 
un role décisif dans la formation du droit international* 1 3 8 . Hoy, 
en efecto, el denominado principio de la auto-determinación 
de los pueblos puede tenerse por consolidado. En fecha recien­
te, el Tribunal Internacional de Justicia ha sentado que: 

1 3 6 . E. PÉREZ VERA: «Algunas consideraciones», c i t , pág. 4 7 . Salvamos 
nuestra opinión respecto de las «declaraciones» que «vienen a confirmar 
normas de Derecho». Cf. nota anterior. 

1 3 7 . Cf. Di QUAL, op. cit., págs. 2 5 2 y ss. 
1 3 8 . Cf. M. VIRALLY: «Droit international et decolonisation devant les 

Nations Unies», en Annuaire Frangais de Droit International, 1 9 6 3 , págs. 
5 4 0 - 5 4 1 . En último término, sin embargo, este autor se queda en una acti­
tud equívoca: «II ne paraít guére contestable que certains elements (mais 
certains elements seulement) du droit de la decolonisation, que les Nations 
Unies se sont donné pour tache d'élaborer, présentent deja une valeur posi­
tive —nous entendons: en droit positive— Encore une fois, malgré l'exis-
tence de resolutions en forme, c'est la pratique qui est determinante, dans la 
mesure oü elle est 'acceptée comme étant le droit'— ce qui entraine pas mal 
d'incertitudes» (op. cit., pág. 5 4 1 ) . Desde otra perspectiva, Miaja de la Muela, 
precisamente en relación con este punto, entiende que «el problema queda 
reducido al difícil tránsito de una regla de conducta de la esfera moral a la 
jurídica, cuyo puente más normal está constituido por los principios gene­
rales del Derecho, expresamente reconocidos como fuente del Derecho Inter­
nacional por el art. 3 8 del Estatuto del Tribunal Internacional de Justicia» 
(Cf. MIAJA DE LA MUELA: La emancipación de los pueblos coloniales y el 
Derecho internacional, Tecnos, 2 . A ed. Madrid, 1 9 6 8 , pág. 1 4 9 . 
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«L'évolution ultérieure du droit international á 
l'égard des terri toires non autonomes, tel qu'il est consa-
cré par la Charte des Nations Unies, a fait de l'auto-
détermination un principe applicable á tous ees terri­
toires. . . Dans ce domaine, comme dans les autres , le 
corpus juris gentium s'est beaucoup enrichi et, pour 
pouvoir s 'acquitter fidélement de ses functions, la Cour 
ne peut l ' ignorer» 1 3 9 . 

Se impone, pues, al cabo, lo que podría l lamarse verifica­
ción del historial «ex ante» y comprobación de su desenvolvi­
miento «ex post» de cada especie de «Declaración». 

Ante todo, hay que tener en cuenta las mismas pretensio­
nes con que dichas «Declaraciones» se formulan. Así, por ejem­
plo, la «Declaración Universal de los Derechos del Hombre» se 
proclama como «ideal común por él que todos los pueblos y 
naciones deben esforzarse». En su acepción literal, es obvio que 
lo que hay aquí es una formulación pura y simplemente pro­
gramática 1 4 0 . Empero, el análisis «ex post» de la suerte seguida 
por esta «Declaración» permite llegar a la conclusión de que 

1 3 9 . Cf. C.I.J. Recueil, 1 9 7 1 , págs. 3 1 - 3 2 . En su opinión individual, el 
Juez Ammoun confirma, en efecto, que «le droit des peuples á disposer d'eux 
mémes a été reconnu par la Cour» (Ibid., pág. 7 3 ) . Y añade: «Quant á la 
pratique genérale des Etats, á laquelle on a traditionellement recours pour 
constater l'éclosion du droit coutumier, elle a acquis, quant au droit des 
peuples á disposer d'eux mémes, une extension plus que 'genérale', une ex­
tension universelle, depuis qu'elle a été consacrée par la Charte des Nations 
Unies et confirmee par. . . pactes, declarations, resolutions, qui ont réuni, 
dans leur ensemble, l'unanimité des Etats sur le droit impératif de libre 
dispositions des peuples» (Ibid., págs. 7 4 - 7 5 ) . Por lo demás, he aquí una 
afirmación de este Juez, verdaderamente expresiva: « I I faut done voir une 
page d'histoire á tourner dans l'attachement á un droit révolu qui dénie 
aux resolutions des Nations Unies l'autorité dont la Charte les a revétues 
et qu'a renforcée la volonté quasi unánime des peuples du monde» (Ibid., 
pág. 7 5 ) . 

1 4 0 . El texto íntegro de esta «proclamación», que precede al articulado 
de la «Declaración» misma es muy significativo. Dice: «La Asamblea Ge­
neral proclama la presente Declaración Universal de Derechos del Hombre 
como ideal común por el que todos los pueblos y naciones deben esforzarse, 
a fin de que tanto los individuos como las instituciones, inspirándose cons­
tantemente en ella, promuevan, mediante la enseñanza y la educación, el 
respeto a estos derechos y libertades, y aseguren, por medidas progresivas 
de carácter nacional e internacional, su reconocimiento y aplicación univer­
sales y efectivos...». El carácter programático de este texto queda fuera de 
toda duda. Aunque algunos intérpretes de esta «Declaración», con espíritu 
generoso, han tratado de ver en la misma un determinado grado de obliga­
toriedad (Cf. JESSUP: A modern law of nations, Nueva York, 1 9 4 8 , pág. 9 1 ) , 
se ha venido aceptando mayoritariamente que «The universal Declaration 
per se is not compulsory»: J. CASTAÑEDA, en International Organization, XV, 
1 9 6 1 , pág. 4 7 ) . 



2 1 0 LA ACCIÓN NORMATIVA 

«certaines parties de la declaration universelle des droits de 
1'homme sont devenues du droit positif» 1 4 1. 

En otros casos, «expressis verbis», la «Declaración» resulta 
equívoca en cuanto a su pretensión normativa. De acuerdo con 
el tenor literal de su texto, la «Declaración de las N. U. sobre 
la eliminación de todas las formas de discriminación racial» 
parece, a pr imera vista, puramente programática: se «afirma 
solemnemente la necesidad de eliminar rápidamente, en todas 
las par tes del mundo, la discriminación racial en todas sus 
formas y manifestaciones», así como «la necesidad de adoptar 
con tal objeto medidas de carácter nacional e internacional. . .». 
Empero, el art . 11 de la «Declaración» dispone que «Todos los 
Estados deben... cumplir plena y fielmente las disposiciones 
de esta Declaración». ¿Cómo entender, pues, su «pretensión 
normativa»? 1 4 2 . 

También hay «Declaraciones» que, contempladas en su for­
mulación literal, sumen al intérprete en justificada perplejidad. 
Baste recordar, al respecto, la Res. 1962 (XVIII), de 13 de 
diciembre de 1963, en la que se enunciaron los «Principios 
que deben regir las actividades de los Estados en la explora­
ción y utilización del espacio ul traterrestre». Según el texto 
francés de la misma, «l'Assemblée genérale declare solemne-
ment qu'en ce qui concerne l 'exploration et l 'utilization de l'es-
pace extra-atmospherique, les Eta t s devraient é tre guides par 
les principes suivants.. .» Ahora bien, ¿qué alcance hay que dar 
a ese condicional «devraient»? 1 4 3. 

En fin, determinadas «Declaraciones adoptan, con termi-

1 4 1 . Cf. J . J . -A. SALMON: «L'ONÜ et le développement du droit inter­
national», en la obra colectiva: 25 ans de Nations Unies, Un bilan positif, 
pág. 2 3 5 . A lo largo de los años posteriores a su proclamación, no cabe duda 
de la influencia que la «Declaración» ha ejercido sobre numerosos ordena­
mientos estatales, hasta el punto de recogerse, mutatis mutandis, en diver­
sas constituciones y utilizarse en el proceso dialéctico de decisiones judi­
ciales internas (Cf. Me. DOUGAL: «Human rigths in the United Nations», en 
American Journal of International Law, 1 9 6 4 , pág. 6 0 3 ) . Añádase a esto la 
«inspiración» que en esa «Declaración» registran los llamados «Pactos in­
ternacionales de Derechos Humanos» (Cf. N. U. Anuario, 1 9 6 6 , págs. 7 3 y ss.) . 

1 4 2 . Adviértase que a esta «Declaración» ha seguido la adopción, por 
Res. de la A.G. 2106 (XX), de 2 1 de diciembre de 1 9 6 5 , de una «Convención 
sobre la eliminación de todas las formas de discriminación racial». 

1 4 3 . Según una interpretación doctrinal, esta «Declaración» se limita 
a confirmar la existencia de un derecho consuetudinario en la materia (D. 
GOEDHIUS: «Conflits of law and divergencies in the legal regimes of air 
space and outher space», en R. des C. 1 9 6 3 - 1 1 , págs. 2 6 3 y ss . ) . En cualquier 
caso, «cette premiere codification de base devait ensuite permettre á l'éla-
boration, sous forme de traite international, des principes juridiques...» (Cf. 
D U T H E I L : «La Convention sur rinternationaíisation de l'espace», en Annuaire 
frangais de droit international, 1 9 6 7 , págs. 6 0 7 y ss.) . Se alude, claro es, al 
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nología contundente, el carácter de «texto confirmatorio» de 
una normatividad internacional que se considera como plena­
mente vigente «ex ante» 1 4 4 . 

21. Esta heterogeneidad, registrable en el modo de for­
mularse las «Declaraciones», se acusa, asimismo, en su posible 
grado de virtualidad normativa. Con razón, pues, advierte Sal­
mon que «la valeur obligatoire et le caractére de droit positif 
des declarations. . . demande une réponse nuancée» 1 4 5 . 

— Ciertas «Declaraciones» pueden presentarse como crite­
rios interpretativos de unas normas claramente vigentes. Hasta 
cierto punto, tal es el alcance que cabe dar a la «Declaración» 
contenida en la Res. 2625 (XXV), de 24 de octubre de 1970. 
Por medio de ésta, -en efecto, la Asamblea General aprobó «la 
Declaración sobre los principios de Derecho internacional refe­
rentes a las relaciones de amistad y a la cooperación entre 
los Estados de conformidad con la Carta de las Naciones Uni­
das». Bien es verdad, empero, que este texto se elaboró apli­
cando «la technique et des méthodes du développement pro-
gressif et de la codification du droit international »1 4 6, por lo 
que, en rigor, se hace extremadamente difícil marcar la línea 
de separación entre lo que dicha «Declaración» ha supuesto 
en cuanto «interpretación de la Carta» y lo que, de algún modo, 
ha pretendido ser el «desarrollo» de principios genéricamente 
enunciados 1 4 7 . Mutatis mutandis, lo mismo cabría decir respecto 
de la Declaración Universal de los Derechos Humanos (Resolu-

«Tratado sobre los principios que deben regir las actividades de los Estados 
en la exploración y utilización del espacio ultraterrestre, incluida la Luna y 
otros cuerpos celestes», adoptado por la Bes. 2222 (XXI), de 1 9 de diciem­
bre de 1 9 6 6 , en vigor desde 1 0 de octubre de 1 9 6 7 . 

1 4 4 . Cf., por ejemplo, la «Declaración contenida en la Res. 2131 (XX), 
de 2 1 de diciembre de 1 9 6 5 , sobre la «inadmisibilidad de la intervención en 
los asuntos internos de los Estados y protección de su independencia y so­
beranía». En la misma, en efecto, se reafirma «el principio de no interven­
ción, proclamado en las Cartas de la OEA, de la Liga de Estados Árabes y 
de la OUA y afirmado en las Conferencias de Montevideo, Buenos Aires, 
Chapultepec y Bogotá, así como en las decisiones de las Conferencias...», 
etc. Por su parte, los «principios» declarados solemnemente se enuncian en 
términos imperativos: «ningún Estado tiene derecho...» (n." 1 ) ; «ningún 
Estado puede aplicar...» (n.° 2 ) ; «El uso de la fuerza para privar a los pue­
blos de su identidad nacional constituye una violación de sus derechos in­
alienables...» (n.° 3 ) ; «todo Estado debe respetar...» (n.° 6 ) , etc. 

1 4 5 . SALMON, op. cit., págs. 2 3 5 - 2 3 6 . 
1 4 6 . Cf. espec. SAHOVIC, op. cit., págs. 2 8 5 y ss. 
1 4 7 . Cf. S . BASTID: «Observations sur une 'étape' dans le développement 

progressif et la codification du droit international, en Hommage Guggen­
heim, cit., pág. 1 4 3 . Una postura muy escéptica adopta D E VISSCHER, op. 
cit., pág. 1 3 0 . 
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ción 217/III) o de la referente a la eliminación de todas las 
formas de discriminación racial (Res. 1901/XVIII). 

— En otros casos, una «Declaración» puede asumir una 
función puramente confirmatoria de una normatividad existen­
te «ex ante». Tal es la significación que suele atr ibuirse, por 
ejemplo, a la Declaración sobre los principios de Derecho Inter­
nacional enunciados en el estatuto del Tribunal de Nuremberg 
(Res. 95/1) o a la que proclama la soberanía permanente del 
Estado sobre sus recursos naturales (Res. 1803/XVII). 

— Y es asimismo posible, en tercer lugar, que determina­
das «Declaraciones» lleguen a configurar un procedimiento con­
suetudinario de creación de normas . Se t ra ta del aspecto más 
interesante, pero también del más problemático. Porque, evi­
dentemente, pa ra que ello ocurra es preciso que en una «decla­
ración» —o en el conjunto rei terado de varias— se den las 
condiciones imprescindibles para que quede configurada una 
costumbre. La precisión del elemento material de ésta (que, 
en el caso, impondrá la generalidad en la aceptación de dicha 
«declaración» y la existencia de una práctica posterior conse­
cuente) lleva a la controvert ida cuestión del valor atribuible a 
las mayorías que la apoyaron 1 4 8 , así como a la todavía más 
difusa de la verificación del «atteggiamento adot ta to dagli Stati , 
o magari dalla stessa Organizzazione, dopo l 'approvazione di 
una data dichiarazione di principi» 1 4 9 . Por su par te , el requisito 
de la denominada opinio iuris hay que calibrarlo en función 
del grado de pretensión de juridicidad que la correspondiente 
«declaración» presente. Pese a todas estas dificultades, sin 
embargo, resul ta innegable que ciertas «declaraciones» pueden 
contribuir a la formación de reglas consuetudinarias o, al me­
nos, como admite S. Bastid, «constituer une étape dans la for­
mat ion d'une regle coutumiére nouvelle» 1 5 0 . 

1 4 8 . La cuestión se simplifica cuando la adopción de una «Declaración» 
se hace por unanimidad o en su elaboración se actúa a partir del criterio 
del «consensus». Así, vgr. la Res. 1962 (XVIII), 2 6 2 5 ( X X V ) . En relación 
con esta última: SAHOVIC, op. cit., pág. 2 5 3 . 

1 4 9 . Por algunos se ha negado que esa práctica posterior pueda quedar 
configurada por la reiteración de los mismos principios o normas en una 
cadena sucesiva de resoluciones. Así, se ha dicho que «la repetition des ma­
mes resolutions font l'objet de nouveaux votes». Sin embargo, ello consti­
tuye «un procede equivoque, non seulement parce que les majorités qui 
soutiennent ees resolutions ne sont pas toujours stables, mais aussi parce 
que procede témoigne sinon d'un manque de fermeté de l'opinio iuris, du 
moins du manque d'effectivité dans la pratique de la norme inlassablement 
répétée» ( D E VISCCHER, op. cit., pág. 1 2 3 , nota 3 3 ) . Sobre este punto: B L E I -
CHER: «The legal significance of re-citation of General Assembly resolu-
tions», en American Journal of International Law, 1 9 6 9 , págs. 4 4 4 y ss. 

1 5 0 . Cf. s. BASTID, op. cit., pág. 2 4 3 . 



DE LAS ORGANIZACIONES INTERNACIONALES 2 1 3 

22. d) Tampoco las recomendaciones formuladas por el 
Consejo de Seguridad imponen, en principio, estrictas obliga­
ciones jurídicas. Tal es, por lo menos, la opinión doctrinal 
mayoritaria 1 5 1 , corroborada, en 1948, por el voto part icular co­
lectivo de siete jueces del Tribunal Internacional de Justicia 1 5 2 . 
No han faltado, sin embargo, discrepancias parciales a esta 
tesis 1 5 3 . Como señala Miaja de la Muela, refiriéndose a la inter­
pretación contenida en aquella opinión individual, aunque la 
conclusión obtenida por «tan calificados jur is tas , a la que de 
haberse adherido uno o más de los restantes jueces del Tribunal, 
estaría convertida en doctr ina jurisprudencial , no haya alcan­
zado esta categoría, resulta plenamente correcta, si tenemos en 
cuenta que lo que el art . 25 de la Carta declara obligatorio para 
los Estados miembros es el contenido de las decisiones del 
Consejo de Seguridad; pero el Capítulo VI de la Carta, referente 
al arreglo de las diferencias internacionales, ha evitado aquella 
calificación, para emplear siempre la de recomendaciones»1^. 

En época más reciente, empero, parece que ha comenzado 
a abrirse paso una interpretación más vigorosa de los poderes 
recomendatorios del Consejo de Seguridad. En términos u n 
tanto vagos —por su misma generalidad— se manifestó con 
tal sentido el anterior Secretario General de la ONU, U Thant. 
Afirmó éste: 

«Les resolutions de l'Assemblée genérale sont, de 
par leur nature et leur caractére mémes, plutót des re­
commendat ions que des decisions. II appart ient aux Eta ts 

1 5 1 . Cf, CASTAÑEDA, op. c i t , págs. 7 7 y ss. 
1 5 2 . Nos referimos al voto particular colectivo expresado por los Jue­

ces ALVAREZ, BASDEVANT, VISSCHER, WINIARSKI , ZORICIC, KRILOV y BADAWI 
(Cf. C.I.J., Recueil, 1 9 4 8 , págs. 3 1 - 3 2 ) . Del mismo modo, el Juez DAXNER, 
en su opinión disidente, afirmó de modo categórico que «les recommanda-
tions faites par le Conseil de Sécurité en vertu du Chapitre V I de la Charte 
étant dépourvues de force obligatoire...» (Ibid., pág. 3 5 ) . 

1 5 3 . Debe reconocerse, en efecto, que un alcance más discutible tienen 
las «recomendaciones» que puede formular el Consejo de Seguridad en base 
al art. 3 9 de la Carta, en el que se dispone que el mismo «determinará la 
existencia de toda amenaza a la paz, quebrantamiento de la paz o acto de 
agresión y hará recomendaciones o decidirá medidas.. .». KELSEN entiende 
que las «recomendaciones» formuladas apoyándose en esta disposición tie­
nen una obligatoriedad jurídica análoga a las decisiones propiamente dichas 
(Cf. KELSEN: The Law of the United Nations, Londres, 1 9 5 1 , págs. 9 6 y ss. 
y 7 3 6 y ss.) . Una consideración analítica de éste punto puede verse en M A -
LlNTOPPl: op. cit., págs. 1 1 9 y ss. Con mayor amplitud concede obligatorie­
dad a ciertas recomendaciones del Consejo de Seguridad: Ross, op. cit., pág. 
7 1 . Para un estudio de la obligatoriedad de determinadas recomendaciones 
emanadas del C . de S., basado fundamentalmente en la práctica seguida por 
la Organización, cf. CASTAÑEDA, op. cit., págs. 8 1 y ss. 

1 5 4 . Cf. A . MIAJA DE LA MUELA, Introducción, c i t , 6 . A ed., 1 9 7 4 , pág. 2 0 1 . 
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membres intéressés de se conformer ou non á ces reso­
lutions. Par contre les resolutions du Conseil de Sécurité 
sont plus que des recommandations, no tamment lorsque 
le Conseil adopte une resolution o une decision donnée 
á l 'unanimité; cela signifie que tous les membres perma-
nents du Conseil de sécurité ont participé á l 'adoption 
de cette resolution et decision et la font leur. A mon avis 
une telle resolution a un caractére obligatoire» 1 5 5 . 

En estas mismas líneas de interpretación evolutiva se ha 
manifestado, en época muy próxima, el Tribunal Internacional 
de Justicia. A propósito del Dictamen solicitado al Tribunal 
por el mismo Consejo de Seguridad, por su Res. 284 (1970), de 
29 de julio de 1970, se suscitó la cuestión del valor jurídico que 
debe darse a las resoluciones del Consejo de Seguridad y, con­
cretamente, la interpretación aplicable al art . 25 de la Carta. 
El Tribunal manifestó que: 

«On a soutenu que l 'article 25 (de la Charte) ne 
s'applique qu'aux mesures coercitives prises en vertu du 
Chapitre VII . . . Rien dans la Char + e ne vient appuyer 
cette idee. L'article 25 ne se limite pas aux decisions 
concernant des mesures coercitives, mais s'applique aux 
«décisions du Conseil de Sécurité» adoptées conformé-
ment á la Charte»™. 

En últ imo término, a la vista del conjunto dialéctico des­
arrollado por el Tribunal en este Dictamen, parece que se ha 
evolucionado en el sentido de propugnar una interpretación 
funcional de las competencias del C. de S., esto es, a par t i r 
de los fines que debe cumplir este órgano de las N. U. y no, 
formalmente, en base a la expresión literal con que la Carta 
atribuye las distintas competencias propias del mismo. Así, en 
efecto, cabe deducirlo de este o t ro pasaje: 

«On a soutenu aussi que les resolutions pert inentes 
du Conseil de Sécurité sont rédigées en des termes qui 
leur conférent plutót le caractére d'une exhortat ion que 
celui d'une injonction et qu'en consequence elles ne pré-
tendent ni imposer une obligation jur idique á un Etat 
quelconque ni toucher su le plan jur idique l 'une quel-

155. Cf. Chronique mensuelle ONU, 1970, fév., pág. 43. 
156. Cf. C.I.J., Recueil, 1971, págs. 52-53. 
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conque de ses droits . II faut soigneusement analyser le 
libellé d'une resolution du Conseil de Sécurité avant de 
pouvoir conclure á son efjet obligatoire. E tan t donné le 
caractére des pouvoirs découlant de l'article 25, il con-
vient de determiner dans chaqué cas si les pouvoirs ont 
été en fait exercés, compte tenu des termes de la reso­
lution á intépreter, des debats qui ont precede son adop­
tion, des dispositions de la Charte invoquées et en gene­
ral de tous les elements qui pourraient aider á préciser 
les consequences juridiques de la resolution du Conseil 
de Sécurité» 1 5 7 . 

Por lo que se refiere a las recomendaciones formuladas por 
el Consejo Económico y Social, aunque en sí mismas se hallan 
desprovistas, aquí, claramente, de obligatoriedad jurídica, la po­
sibilidad de que esa función recomendatoria pueda adoptar la 
forma de proyectos de convenios y de convocatoria de conferen­
cias internacionales da a tal actividad, como señala Delbez, una 
significación normativa de carácter indirecto 1 5 8 . 

23. e) Mayor virtualidad normativa tienen, en general, 
«las recomendaciones» previstas en los textos constitucionales 
de ciertas instituciones especializadas. Modalidad típica, a este 
respecto, es la que se contiene en el art. 19, 6." de la constitu­
ción de la Organización Internacional del Trabajo. Establece 
este precepto, en efecto, una obligación para los Estados miem­
bros de someter las recomendaciones adoptadas, dentro de un 

1 5 7 . Ibid. En contra, sin embargo, PITZMAURICE, que afirma en su voto 
disidente que «I am unable to agree with the extremely wide interpretation 
which the Opinion of the Court places on this provisión» (Ibid., pág. 2 9 3 ) . 
En términos más ácidos critica el Juez francés GROS esta interpretación de 
las competencias del C. de S. «C'est —afirma— une nouvelle tentative pour 
modifier les principes de la Charte sur les pouvoirs reconnus par les Etats 
aux organes qu'ils instituérent. II ne suffit pas de dire qu'une affaire a un 
'echo' sur le maintien de la paix pour que le Conseil de sécurité se trans­
forme en gouvernement mondial* (Ibid., pág. 3 4 0 ) . 

1 5 8 . Cf. DELBEZ: «Les pouvoirs du C.E.C.», en Etudes Scelle, I, págs. 
2 0 7 y ss. Según el art. 6 2 , 2 , de la Carta de la ONU, «El Consejo Económico 
y Social podrá hacer recomendaciones con el objeto de promover el respeto 
a los derechos humanos y a las libertades fundamentales de todos...». Y el 
n.° 3 añade que «podrá formular proyectos de convención con respecto a 
cuestiones de su competencia para someterlos a la Asamblea General». Se 
ha dicho, con razón, que el C.E.S. «carece de potestades legislativas o eje­
cutivas: tiene, sin embargo, cierto cúmulo de facultades que, ejercidas con 
acierto, pueden ir muy lejos» (Cf. JIMÉNEZ DE ARÉCHAGA, op. cit., pág. 4 3 3 ) . 
Por lo que hace concretamente a las «recomendaciones que puede formular 
el Consejo, debe advertirse que, excepcionalmente, pueden llegar a tener 
fuerza vinculante. Así, en relación con la UNESCO: Cf. Ibid., pág. 4 3 4 ) . 
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plazo determinado, «á l 'autorité ou aux autori tés dans la com­
petence desquelles rent re la matiére, en vue de las t ransformer 
en loi ou prendre des mesures d'un aut re ordre» 1 5 9 . Virally, refi­
riéndose a esta especie de «recomendaciones», señala que en 
las mismas, de algún modo, se halla implicada una cierta fuerza 
obligatoria 1 6 0 . Con distintas formulaciones, esta significación 
que puede adquir i r una recomendación se ha t rasplantado a 
un buen número de organizaciones internacionales especializa­
das (FAO, OMS, UNESCO, etc.) 1 6 1 . 

24. f) Que el concepto de «recomendación» no expresa 
una fórmula-tipo de resolución internacional lo prueba, por 
o t ra par te , el alcance jurídico atr ibuido a dicha modalidad de 
resolución en otros textos constitutivos de concretas organiza­
ciones internacionales. Así, de acuerdo con el art. 14 del Tra­
tado Constitutivo de la Comunidad Europea del Carbón y del 
Acero, firmado en París el 18 de abril de 1951, 

«Pour l 'exécution des missions qui lui sont confiées 
et dans les conditions prévues au present traite, la Haute 
Autorité prend des decisions, formule des recommanda-
tions ou émét des avis. 

Les recommandat ions comportent obligation dans 
les huts qu'elles assignent, mais laissent á ceux qui en 
sont l 'objet le choix des moyens propres á at teindre 
ees buts». 

Refiriéndose a este nuevo alcance dado a las recomenda­
ciones, decía, hace ya años, un especialista en la mater ia : «il 
n'est pas nécessaire de commenter cette formule, suffisamment 
claire elle-méme, ni de souligner combien son inspiration est 
éloignée des dispositions précédemment rencontrées. On se sou-
viendra seulement qu'on est en presence, cette fois, d 'une insti­
tut ion «supranationale», dont les pouvoirs de decision sont 
plus développés que ceux des organisations «interétatiques» 
classiques» 1 6 2 . El desenvolvimiento posterior de tales organiza-

1 5 9 . Cf. sobre el alcance analítico de este precepto: SERENÍ, op. cit., 
pág. 1 0 4 8 . 

1 6 0 . «L'Etat devra rendre compte de Taction qu'il aura prise pour ap-
pliquer la convention et, le cas échéant, expliquer et justifier son inaction» 
(op. cit., pág. 7 9 ) . 

1 6 1 . Así, Art. I V , 2 , de la FAO. Art. I V , B, 4 , de la UNESCO y art. 6 9 
de la OMS. 

1 6 2 . Cf. VIRALLY, op. cit., págs. 7 9 - 8 0 . Sobre el alcance de las «reco-
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ciones «supranacionales» ha demostrado, sin embargo, la inde­
terminación constante del concepto de recomendación. En efec­
to: en el texto constitutivo de la Comunidad Económica Eu­
ropea, organización «supranacional» establecida por el Tratado 
de Roma de 25 de marzo de 1957, el art. 189 dispone: 

«Pour l 'accomplissement de leur mission et dans les 
conditions prévues au present trai te, le Conseil et la 
Commision arrétent des réglements et des directives, 
prennent des decisions et formulent des recommanda-
tions ou des avis. 

Les recommandations et les avis ne lient pas. 

Por su par te , el Tratado constitutivo de la Comunidad 
Europea de Energía Atómica (EURATOM), repite, en términos 
práct icamente análogos, el mismo precepto 1 6 3 . 

Así pues, dentro del conjunto de las organizaciones deno­
minadas «supranacionales», el concepto de recomendación tam­
bién varía en orden a su virtualidad obligatoria, lo que con­
firma la aludida indeterminación de la noción como fórmula 
genérica de resolución internacional 1 6 4 . 

25. g) Frente a la recomendación, la decisión se presen­
ta, en su acepción estricta, como la modalidad más avanzada 
de resolución internacional. Hay que entender por tal, en prin­
cipio, aquella que establece verdaderas obligaciones jurídicas 1 6 5 . 

Dentro del marco de la ONU, la figura de la decisión, como 
fórmula específica de resolución obligatoria, aparece atr ibuida 
con carácter de monopolio al Consejo de Seguridad, y ello en 

mendaciones» de la CECA y las calificadas propiamente de «decisiones» 
cf. JERUSALEM: Das Recht der Montanunion, 1 9 5 4 , págs. 2 8 y ss. 

1 6 3 . Para un estudio muy detenido del alcance de las recomendaciones 
de la CEE, en relación con su concepto genérico cf. MOTZO, en Commentario 
CEE, cit., t. I I I , Milano, 1 9 6 5 , págs. 1 4 1 1 y ss. Según el art. 161 del Tra­
tado constitutivo de la EURATOM: «Pour l'accomplissement de leur mis­
sion et dans les conditions prévues au present traite, le Conseil et la Com­
mission arrétent des réglements et des directives, prennent des decisions et 
formulent des recommandations ou des avis . . . Les recommandations et les 
avis ne lient pas». 

1 6 4 . Cf. las acertadas conclusiones que, al respecto, establece SERENÍ: 
Diritto Internazionale, cit. I I , 2 , págs. 1 0 4 5 - 1 0 4 6 . 

1 6 5 . Cf. MONACO: «L'autonomia normativa», cit., págs. 1 6 4 y ss. Como 
se advertirá más adelante, la estricta fuerza obligatoria de las decisiones 
queda explícitamente establecida en los textos constitucionales de algunas 
organizaciones (CECA, art. 1 4 - CEE, art. 1 8 9 - EURATOM, art. 1 6 1 ) , en 
tanto que en los de otras no hay una precisión estricta de su alcance (ONU, 
Carta de la O.E.A.). 
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el cuadro de medidas que puede tomar en base el Capítulo VII 
de la Carta y —como caso particular— en el supuesto del 
art . 94-2.° de la misma. El fundamento de la obligatoriedad 
de tales decisiones se encuentra estr ictamente en el art . 25, a 
cuyo tenor: 

«Los Miembros de las Naciones Unidas convienen 
en aceptar y cumplir las decisiones del Consejo de Segu­
ridad de acuerdo con esta Carta». 

Como ha señalado Flory, «le fait qu 'un organe internatio­
nal puisse prendre par vote majori taire de véritables decisions 
sur questions politiques consti tue l 'une des innovations essen-
tielles de la Charte des Nations Unies»'*6. No está claro, empero, 
en la práctica de la Organización y, por supuesto, en la inter­
pretación doctrinal, cuáles sean las hipótesis específicas en 
que el Consejo de Seguridad pueda adoptar , en forma o de 
hecho (es decir con resoluciones de otro nombre) una autén­
tica decisión 1 6 7 . 

Todas las competencias del Consejo de Seguridad vienen 
concebidas en función de la misión principal que tiene enco­
mendada: el mantenimiento de la paz y de la seguridad inter­
nacionales (art . 24 de la Carta). Sin embargo, como ya se ha 
visto, hay formas de acción y resolución del Consejo que adop­
tan y alcanzan el simple valor de «recomendaciones». Así, en 
el cuadro de hipótesis previstas y reguladas en el Cap. VI de 
la Carta. Situaciones muy diferentes son, por el contrario, las 
contempladas en el Cap. VIL Por la gravedad de las mismas, 
una vez «determinada» su existencia (art . 39), el C. de S. puede 
resolver de diferentes modos: 

a) «instar a las par tes interesadas a que cumplan con 
las medidas provisionales que juzgue necesarias o aconseja­
bles» (art . 40). 

b ) «decidir medidas que no impliquen el uso de la fuer­
za... e instar a los Miembros de las Naciones Unidas a que 
apliquen dichas medidas» (art . 41). 

c) «ejercer por medio de fuerzas aéreas, navales o terres-

1 6 6 . Cf. M . FLORY: «Le Conseil de Sécurité», en Juris-Classeur de Droit 
International, Fase. 1 2 2 , n.° 1 5 ) . 

1 6 7 . Cf. La práctica seguida en relación con el art. 2 5 en el Repertorio 
de la práctica seguida por los órganos de las N.U., I I , págs. 1 7 y ss. Sobre 
la diversidad de interpretaciones doctrinales, infra. 
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tres, la acción que sea necesaria para mantener o restablecer 
la paz y la seguridad internacionales» (art . 42). 

Como claramente se advierte, se t ra ta de acciones de des­
igual alcance, cuya puesta en marcha cuajará en resoluciones 
de también verosímil diversa envergadura. Según el citado ar­
tículo 39, el Consejo «hará recomendaciones o decidirá qué 
medidas serán tomadas de conformidad con los ar ts . 41 y 42». 
Ahora bien, ¿significa esto que las decisiones estrictamente obli­
gatorias que puede tomar el Consejo son aquellas que, dentro 
de lo previsto por los aludidos ar ts . 41 y 42, se formulen «ex-
pressis verbis» como «decisiones»? 

Las concepciones e interpretaciones dadas al respecto se 
mueven determinando círculos de desigual ampli tud. 

En una versión maximalista, todas las resoluciones que 
pueda adoptar el Consejo, cualquiera que sea su denominación 
y la base legal-constitucional en que se apoyen, son obligato­
rias. Doctrinalmente, y dando la máxima virtualidad al art . 25, 
se han manifestado en tal sentido, entre otros, Quadri 1 6 8 y Kel-
sen 1 6 9 . Castañeda deriva la misma conclusión a par t i r de lo que 
se desprende de la práctica misma del Consejo 1 7 0 . También 
argumentó con análogas consecuencias, en 1970, el Secretario 
General, U Thant, al marcar las diferencias entre el alcance 
de las resoluciones de la Asamblea General y el de las adop­
tadas por el Consejo 1 7 1 . En fin, el Tribunal Internacional de 
Justicia, en su Dictamen de 21 de junio de 1971, dejó estable­
cido esto: 

«On a soutenu que 1'article 25 ne s'applique qu 'aux 
mesures coercitives prises en vertud du chapitre VII de 
la Charte. Rien dans la Charte ne vient appuyer cette 
idee. L'article 25 ne se limite pas aux decisions concer-

1 6 8 . Cf, Di QUAL, op cit., pág. 8 1 , seúgn el cual, y de acuerdo con la 
misma práctica de la Organización «en vertu du chapitre V I , toutes les re­
solutions n'ont que la valeur de recommandations, sauf les resolutions dé-
cidant enquéte, en vertu de l'art. 3 4 » . Sobre este punto, más ampliamente, 
infra. 

1 6 9 . La tesis de Quadri se encuentra claramente expuesta en su Diritto 
Internazionale Pubblico, Padova, 1 9 4 9 , págs. 2 4 4 y 2 9 7 y ss. Con posteriori­
dad, el fluctuante profesor italiano ha dado una forma elíptica a la misma 
en estos términos: «La raccomandazioni del C. de S... in base al Capo V I 
non hanno carattere obbligatorio, ma la loro non osservanza puó far si che 
il CdS dichiari tale contegno costituire minaccia per la pace, con la conse-
guenza di rendere applicabili le misure di cui al Capo V I I » (Diritto Interna­
zionale pubblico, V ed., Napoli, 1 9 6 8 , pág. 3 6 9 ) . Para KELSEN, The Law of 
the United Nations, cit., pág. 9 5 ) . 

1 7 0 . Cf. CASTAÑEDA, op. cit., págs. 7 6 - 7 7 . 
1 7 1 . Cf. supra, el texto reseñado en el n." 2 3 , d. 
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nant des mesures coercitives mais s'applique aux 'deci­
sions du Conseil de sécurité ' adoptées conformément á 
la Charte. En outre, cet article est place non pas au 
Chapitre VII mais inmédiatement aprés l 'article 24, dans 
la part ie de la Charte qui traite des functions et pou 
voirs du Conseil de Sécurité. Si l 'article 25 ne visait que 
les decisions du Conseil de Sécurité relatives á des mesu­
res coercitives prises en vertud des articles 41 et 42 de 
la Charte, aut rement dit si seules ees decisions avaient 
un effet obligatoire, l 'article 25 serait superflu car cet 
effet resulte des articles 48 et 49» 1 7 2. 

Más matizadamente, la interpretación doctrinal ha diferen­
ciado distintos supuestos. Así, en relación con las medidas pro­
visionales previstas en el art . 40, se han formulado tesis contra­
puestas 1 7 3 . Y lo mismo ha ocurrido respecto de las posibles 
medidas sancionadoras «que no impliquen el uso de la Fuerza», 
que posibilita el art . 41 1 7 4 . En úl t imo término, se esté a uno u 
otro tipo de interpretación, es lo cierto que la práctica ha 
venido a demostrar que la obligatoriedad de las resoluciones 
adoptadas por el Consejo de Seguridad no se ciñe tanto al 
hecho de que vengan o no expresadas formalmente como «deci­
siones», como a su contenido material y a las determinantes 
de su contexto político-circunstancial. 

En la compleja esfera de las organizaciones internaciona­
les especializadas, la modal idad de decisión, entendida como 
especie de resolución obligatoria, aparece también netamente 
perfilada. Así, en los textos constitutivos de la O.M.S. (art . 21), 
O.A.C.I. (art . 54, ap. L y M) y O.M.M. los órganos de las mismas 
—o alguno o algunos de ellos— actúan adoptando «reglamen­
tos» y «standards» determinantes de estrictos deberes jurídicos 
para los Estados miembros 1 7 5 . 

1 7 2 . Cf. C.I.J. Recueil, 1 9 7 1 , págs. 5 2 - 5 3 . También la opinión en contra 
del Juez FITZMAURICE, reproducida en la nota 1 5 7 . 

1 7 3 . Según FLORY «il ne s'agit encore que d'une 'invitation', terme peu 
precis, mais qui est plus proche de la recommandation que de la decision. 
Cette invitation ne cree sans doute pas une Obligation* (op. cit., n.° 2 7 ) . Sí 
son obligatorias en la opinión de GOODRICH y HAMBRO, op. cit., pág. 2 7 5 . Para 
DI QUAL «la pratique s'est prononcée pour la force obligatoire» (op. cit., 
pág. 8 4 ) . 

1 7 4 . Cf. FLORY, op. cit., n.° 2 9 y Di QüAL, op. cit., pág. 8 5 . Debe seña­
larse que, por aplicación del art. 4 1 , el Consejo adoptó, en 1 6 de diciembre 
de 1 9 6 6 , una resolución recomendando sanciones económicas contra Rodesia. 
Expresamente, se señalaba en la misma que la no aplicación de dicha reso­
lución constituiría una violación del art. 2 5 de la Carta (Cf. N.U. Chronique 
mensuelle, 1, 1 9 6 7 , pág. 2 4 ) . 

1 7 5 . Sobre la naturaleza y especialidad de este tipo de resoluciones cf. 
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Por su par te , las constituciones de las organizaciones «su­
pranacionales» poseen, al respecto, disposiciones terminantes . 
El ar t . 14 del Tratado constitutivo de la CECA establece que 
«les decisions sont obligatoires en tous leurs elements». En el 
marco de la C.E.E., el ar t . 189 prevé dos especies: los «regla­
mentos» y las «decisiones». «Le réglement a une portee gené­
rale. II est obligatoire dans tous ses elements et il est directe-
ment applicable dans tout Eta t membre . . . La decision est obli­
gatoire en tous ses elements pour les destinataires qu'elle de­
signe». En análogos términos se repiten ambas figuras en la 
constitución de la «EURATOM» (ar t . 161). Si bien es verdad 
que estos tipos de decisiones tienen una significación muy espe­
cífica por razón de la naturaleza misma de las comunidades 
y por ios distintos tipos de sus destinatarios y, por lo tanto, 
«no suelen ser en la práctica reglas de contenido mater ialmente 
internacional. . . en el aspecto formal se t ra ta de normas inter­
nacionales, lo que nos coloca en presencia de un verdadero 
ensayo de legislación internacional» 1 7 6 . 

V 

26. Lo expuesto en las páginas anteriores permite afirmar 
que la acción normativa de las organizaciones internacionales 
es, a la vez que plural, muy variable en cuanto a su sentido 
y alcance. En cualquier caso, sin embargo, resulta innegable 
su creciente importancia en el desarrollo del derecho interna­
cional contemporáneo. 

De un lado, tal importancia es cuantitativa. La dinámica 
de las organizaciones en el conjunto de las relaciones interna­
cionales ha incrementado el volumen de normas existentes. Si 
durante mucho t iempo el derecho internacional fue sólo el orde­
namiento jurídico de una comunidad internacional interestatal , 
es decir, no institucionalizada, hoy esa comunidad se halla en 
un proceso de institucionalización que, consecuentemente, ha 
determinado la forzosa aparición de nuevas reglas. El denomi­
nado «derecho de las organizaciones internacionales» constitu­
ye obviamente la dimensión más significativa de este crecimien­
to normativo. 

Pero al mismo tiempo, al consti tuir nuevos mecanismos 

M . MERLE: «Le pouvoir réglementaire des Institutions internationales», en 
Annuaire frangais de Droit international, 1 9 5 8 , págs. 3 4 1 y ss. 

1 7 6 . MIAJA DE LA MUELA: Introducción, cit., pág. 1 7 9 . 
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de relación, coordinación y colaboración, las organizaciones 
internacionales han actuado y actúan estimulando el desarrollo 
del derecho internacional a través de sus fórmulas nomogené-
ticas clásicas. A este respecto, es bien visible su participación 
(que hemos denominado indirecta o heterónoma) en los pro­
cesos de creación de nuevas normas convencionales y consue­
tudinarias. 

Mayor trascendencia tiene, empero, el aspecto cualitativo 
de la acción normativa que llevan a cabo las organizaciones. Se 
incluye aquí, en pr imer término, su participación en el proceso 
catalizador del conjunto inorgánico de normas internacionales 
en una serie de complejos parciales sistematizados (codifica­
ción). Asimismo, ha podido registrarse su aportación en orden 
a la renovación y perfeccionamiento de los procedimientos 
nomogenéticos clásicos. Baste la referencia a las transforma­
ciones que han operado en el régimen tradicional de los tra­
tados. Pero es que, además, en cuanto expresión de una volun­
tad jurídica propia, esto es, jurídicamente distinta de los Es­
tados que las integran, las organizaciones internacionales se 
presentan con una potencialidad normativa autónoma, poten­
cialidad que en par te se ha realizado y en par te está en t rance 
de realizarse. La . evolución experimentada en el grado de obli­
gatoriedad jurídica atribuible a sus resoluciones constituye una 
buena prueba de ello. 

Alguien dijo que las organizaciones internacionales son lo 
que quieren que sean los Estados que las integran. Tal vez hoy 
pueda ya decirse, con cierto fundamento, que las organizacio­
nes internacionales comienzan a ser lo que la comunidad inter­
nacional y los hombres todos necesitan que sean. 


